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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE RIOHACHA 

 
 

Junio dieciocho (18) de dos mil veinte (2020) 

 
 

Referencia 

 

Medio de Control: REPARACIÓN DIRECTA 

Demandante: CECILIA ISABEL GARCÍA LOVERA Y OTROS 

Demandado: MINISTERIO DE TRANSPORTE – INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS 

Radicación No. 44-001-33-33-001-2013-00168-00 

 

Procede el Juzgado Primero Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Riohacha a decidir en 

primera instancia el asunto bajo estudio. 

 

1. PRETENSIONES 

 

Los demandantes, mediante apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de 

Reparación Directa, han incoado demanda contra la MINISTERIO DE TRANSPORTE  y el  

INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS, con el fin de que se declare  administrativamente 

responsables por las lesiones padecidas por la señora CECILIA ISABEL GARCÍA LOVERA, en 

hechos ocurridos el día  8 de noviembre de 2012 en la vía que de la Paz – Cesar conduce a 

Distracción – La Guajira, a la altura del kilómetro 14 más 850 metros, como consecuencia del 

mal estado de la vía y falta de señalización de la misma y de todos los perjuicios morales, daño 

en la vida de relación, daños sicológicos, daños materiales ocasionados a los demandantes. 

 

Que como consecuencia de lo anterior se condene a las demandadas a indemnizar a los 

actores o a quien represente sus derechos e intereses de todos los perjuicios morales, daño 

en la vida de relación, daño materiales, daño psicológicos y por concepto de orden materiales, 
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los cuales deberán actualizarse de acuerdo al índice de precios al consumidor, determinarse 

su indexación y corrección monetaria. 

 

Se condene además por concepto de daño emergente futuro a la señora CECILIA ISABEL 

GARCÍA LOVERA, la atención hospitalaria y médica – quirúrgica que se requiera, así como los 

medicamentos que necesite para mantener o recuperar la salud. 

 

2. SUPUESTOS FÁCTICOS  

 

El 08 de noviembre del año 2012 siendo aproximadamente las 17:40 pm, la señora CECILIA 

ISABEL GARCÍA LOVERA, se dirigía en compañía de varias personas en un vehículo de transporte 

irregular desde el municipio de San Juan Del Cesar - La Guajira hasta el municipio de Valledupar  

a visitar algunos familiares y a realizar al día siguiente algunas diligencias personales. 

 

La  victima  el  día  de los hechos  se   transportaba como  pasajera del vehículo de placas BEK — 

682, conducido por el señor  Huber  Antonio  Naranjo Jara, quien al igual que otras personas 

también sufrió lesiones de gravedad y de tipo permanente. 

 

En el transcurso del camino más exactamente  en  el  kilómetro  14 más 850 metros de la vía 

que de La Paz -  Cesar  conduce  el municipio de Distracción  - La Guajira, el vehículo sufrió un 

aparatoso accidente cuando colisiono de frente con un árbol que se encontraba a un lado de la 

vía. 

 

Las  causas  que  originaron  dicho  accidente  se  debió a que el vehículo impactó con un hueco 

profundo en la vía, haciéndole perder el control del mismo, el cual no contaba con ninguna clase 

de señalización ni medios informativos que indicaran sobre tal situación. 

 

Las victimas después de haber ocurrido el accidente son remitidas a la Clínica San Juan Bautista, 

de San Juan del Cesar — La Guajira, en donde le prestaron atención médica inmediata y donde 

permanecieron por espacio de 20 días. 
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Como consecuencia de este accidente la señora Cecilia Isabel García Lovera sufrió graves 

lesiones físicas en su cuerpo, tales como trauma en miembro inferior derecho,  deformidad ósea 

en miembro inferior derecho, fractura de fémur, cadera derecha, fractura en muñeca izquierda 

y fractura de huesos propios de la nariz; lesiones por las cuales tuvo que practicarse varias 

cirugías como osteotomía en fémur derecho, reducción abierta de  fractura  de  fémur  derecho, 

osteosíntesis de fémur con clavos bloqueado tipo ortofix, injerto óseo de fémur derecho, 

reducción cerrada de fractura de maxilar superior, septo rinoplastia funcional, dermoplastía 

para control de epistaxis y sutura múltiple de cara. 

 

Se afirmó en la demanda del croquis o informe de Policía  de Tránsito, que la vía era recta,  plana, 

de doble sentido, de doble carril, seca, asfaltada, con existencias de huecos siendo esta una de 

las causas que originaron el accidente. 

 

Se aduce que la Nación a través del Instituto Nacional de vías, a pesar de los infinidades de 

accidente por causa de la existencia de los huecos y el mal estado de la vía no ha tomado los 

correctivos necesario para evitar casos lamentables como en el que sufrió lesiones la 

demandante y otras personas que iban a bordo del vehículo y en el que resultara muerta una 

de ellas. 

 

Dentro del grupo familiar conformado por la señora Cecilia Isabel García Lovera, sus hijas, padres 

y hermanos son una familia humilde donde siempre ha existido una buena relación de unidad, 

amor, cariño entre los mismos, por lo que las lesiones ocasionadas a la señora Cecilia Isabel 

García Lovera,  ha generado un profundo dolor debido que ya no es la misma persona por 

cuando quedo con limitaciones físicas que  le han generado traumas de carácter psicológicos los 

cuales le han causado dolor a su grupo familiar, por lo que se hace necesario  su reparación  por  

los entes demandados. 

 

La señora Cecilia Isabel García Lovera,  a partir  del accidente ha visto truncada su vida personal, 

antes era una persona comerciante dedicada a la venta de comida y cervezas y generaba 

ingresos diarios de $35.000, pero debido a sus limitaciones físicas originadas con el siniestro 

acaecido, no tiene esos ingresos por cuanto aún se encuentra incapacitada permanece en silla 
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de ruedas y tiene dificultades para brindarle un mejor bienestar a sus hijas quienes dependen 

económicamente de ella por ser una madre cabeza de familia y soltera. 

 

La señora CECILIA ISABEL GARCIA LOVERA, el accidente le produjo enormes perjuicios a la vida 

de relación,  teniendo en cuenta que se ha visto imposibilitada a realizar tareas que antes ejercía 

con frecuencias, tales como nadar, correr e inclusive  caminar normalmente, siendo los entes 

demandados los responsables de los perjuicios causados a la demandante CECILIA ISABEL 

GARCÍA LOVERA, por su desinterés y desidia, y falla en el servicio por omisión en la que 

incurrieron. 

 

3. SUPUESTOS JURÍDICOS 

 

Cita como normas violadas y disposiciones aplicables las siguientes: 

 

- Constitución Política de 1991: Artículos 2, 6, 11, 42 y 90. 

- Ley 23 de 1991, Capítulo 5, Artículo 59.  

-  Ley 446 de 1998 artículo 80. 

- Decreto Nacional 1818 de 1998, artículo 62 y ss. 

- Código de Procedimiento Civil artículo 75. 

- Ley 954 de 2005. 

- Código Contencioso Administrativo, artículo 140. 

 

4. CONTESTACIÓN DE LAS ENTIDADES DEMANDADAS 

 

4.1. INSTITUTO NACIONAL DE VIAS. 

 

Mediante apoderado judicial debidamente constituido la entidad pública se pronunció 

respecto de los hechos manifestó no constarle y  atenerse  a lo que se demuestre y pruebe 

dentro del proceso respecto de algunos, y frente a otros, consideró que eran aseveraciones 

no hechos. 

 

Manifestó oponerse a todas y cada una de las declaraciones y condenas solicitadas por los 

actores, al tiempo que propuso las excepciones de falta de cuidado y pericia del conductor y 
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falta de legitimación en la causa por pasiva, fundamentada esta última en que para la época 

de los hechos, la conservación y el mantenimiento de la carretera en la que ocurrió el presunto 

accidente estaban a cargo de la Cooperativa de Trabajo Asociado Vías de La Guajira Ltda. 

“COOTRAVIAS”, de conformidad con el contrato 1332 de 2012. 

 

Como consideraciones de orden jurídico, trascribió apartes de la sentencia de la Sección 

Tercera de octubre 22 de 1997, expediente 11300, Magistrado Ponente Doctor Carlos 

Betancur Jaramillo, acerca de la obligación de indemnizar a los asociados por parte del Estado; 

así mismo la sentencia de la misma sección de fecha  septiembre  17 de 1998 expediente 11443 

Magistrado Ponente German Rodríguez Villamizar, y la de junio 05 de 1976 del Consejo de 

Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo sección, relacionada, responsabilidad de los 

entes públicos en accidentes de vehículos automotores. 

 

Sostiene que las personas de derecho público se exoneran de responsabilidad cuando el hecho 

no les es atribuido a ellas; es decir cuando su autoría está radicada bien sea en un tercero o 

bien sea en la presunta víctima. 

 

Para luego señalar que el conductor que manejaba el vehículo, de acuerdo con el libelo de la 

demanda, es una persona ampliamente conocedora del sector, que transita 

permanentemente por él, por lo que debía conocer perfectamente las condiciones de la vía y 

por lo mismo, desplegar una conducta de cuidado, precaución,  máxime  cuando estaba  

llevando  a  cabo  una  actividad  peligrosa. Y que dadas las circunstancias como se dieron los 

hechos, necesariamente si conocía la vía, tuvo que haberse confiado y venir en un exceso de 

velocidad que por falta de pericia no le permitió reaccionar de otra manera, dando como 

resultado el accidente con las consabidas consecuencias, señalando además que muy 

probablemente el exceso de velocidad en la conducción de vehículos es uno de los factores 

que mayor influencia tiene en la producción de accidentes y la responsabilidad de este 

fenómeno recae exclusivamente para el caso que nos ocupa al conductor del vehículo, no solo 

por la violación de las normas de tránsito, sino por la falta de previsión en el resultado posible, 

que lo llevaron a ejecutar acciones temerarias al conducir en exceso de velocidad. 
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Añade que si el legislador establece una velocidad máxima, es porque cuenta con los 

parámetros técnicos para fijarlos pero ello no autoriza a quien conduce un vehículo para 

mantenerse siempre en ella, pues las condiciones de la vía, el tiempo, el estado del vehículo e 

incluso la situación anímica del conductor, hacen aconsejable regular la velocidad de acuerdo 

con las circunstancias, situación que al parecer no tuvo en cuenta por parte del conductor del 

vehículo. 

 

Indica que los anteriores son aspectos fundamentales para acotar, que la responsabilidad de 

los conductores en el ejercicio de la conducción de vehículos automotores debe estar por 

encima de cualquier señal de tránsito ubicada en la vía, los mismos deben ser cuidadosos, 

diligentes, esmerados y ante todo prudente cuando de conducir se trata, que pueden existir 

las mejores condiciones en la vía y todas las señales de tránsito que se requieran, pero si el 

conductor no tiene la suficiente diligencia, pericia y cuidado en el ejercicio de conducir, 

siempre se verá abocado a cometer culpa por descuido, abuso o negligencia. 

 

Afirma que para que hubiera ocurrido el accidente a que se hace referencia, han debido 

interferir causas diferentes al estado y señalización de la vía, tales como imprudencia e 

impericia del conductor o fallas mecánicas del vehículo, de tal manera que no se le pueda 

endilgar responsabilidad a la entidad pública, para finalmente concluir que la causa de las 

lesiones sufridas a la señora Cecilia García Lovera devino de la culpa exclusiva del conductor 

del vehículo, quien sobrepaso los límites de velocidad, por lo que no hay lugar a declarar la 

responsabilidad patrimonial al Instituto Nacional de Vías por este hecho dañoso. 

 

4.2. EL MINISTERIO DE TRANSPORTE. 

 

Previo a pronunciarse sobre los hechos de la demanda, alega como argumentos de defensa, 

que de conformidad con el artículo 2 del Decreto 2171 de 1992, el Ministerio de Transporte 

expedirá las normas de carácter general que regule el transporte y el tránsito, para lo cual 

deberá observar los criterios básicos para el desarrollo de los principios rectores del transporte 

en Colombia, en especial lo dispuesto en el numeral el cual señala, 11. La competencia 

económica en materia de transporte es libre. El Ministerio de Transporte podrá tomar las 
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medidas que sean necesarias para garantizar la prestación del servicio básico de transporte de 

pasajeros y cargas en todo el territorio nacional.  

 

No obstante, la Nación, las Entidades Territoriales, Los Establecimientos públicos y las 

Empresas Industriales y Comerciales del Estado, de cualquier orden, solamente prestarán el 

servicio  público  de transporte  cuando  este no sea prestado por particulares. En todo caso,  

cuando  fuere  prestado  por  cualquiera de ellas, se someterá a las regulaciones establecidas 

por la autoridad competente. 

 

Así mismo sostuvo que le corresponde al Ministerio de Transporte, definir la política integral 

de transporte de Colombia y la política general aplicadas al interior de cada modo de 

transporte, las cuales deben tener como objetivo la prestación de un servicio eficaz, seguro, 

oportuno y económico en todo el territorio  nacional,  así  como  la prestación de un servicio 

de un transporte internacional, en las mismas condiciones que sirva de instrumento de 

integración y de apoyo a la política de comercio exterior. Luego de enlistar las funciones que 

en virtud de dicha facultad le corresponde,  concluye que de conformidad con la normatividad 

preexistente ese Ministerio no tiene como objeto el control sobre la movilización de los 

vehículos  de los cuales sus conductores y propietarios decidan transportar personas o carga 

de manera ilegal, por lo cual se debe declarar por parte del Despacho la falta de legitimación 

a favor del Ministerio de Transporte. 

 

Asegura que muchas veces la imprudencia e impericia de los conductores por no tener sus 

vehículos en las condiciones técnico mecánicas legalmente establecidas, por no mantener un 

mínimo en la velocidad y la omisión de las calidades del conductor son las que producen un 

sin número de accidentes de tránsito con consecuencias fatales, que se escapa del ámbito de 

control por parte del Estado, lo que implica un traslado de responsabilidad a los ciudadanos 

quienes a su vez la ley regula sus acciones, para el presente caso es responsabilidad de la 

demandante haber tomado el transporte en un servicio público regulado que le permitiera ir 

segura y con empresas previamente reguladas y vigiladas, al tomar un transporte irregular así 

mismo estaba  poniendo en riesgo su integridad y seguridad. 
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Finalmente propuso las excepciones de falta legitimación en la causa por pasiva y el rechazo 

de la demanda por falta de requisitos de procedibilidad. 

 

5. CONSIDERACIONES 

5.1. COMPETENCIA.  

 

Este Despacho es competente para conocer y dirimir el presente asunto de conformidad con lo 

estatuido en los numerales 6º, de los artículos 155 y 156 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

5.2. PROBLEMA JURÍDICO 

 

Se sustrae a determinar si de acuerdo con la valoración del acervo probatorio, en el sub lite se 

encuentra acreditada la responsabilidad del Estado y cuál de las entidades demandadas debe 

proceder al reconocimiento y pago de los perjuicios reclamados por la demandante producto 

del accidente que condujo a las lesiones padecidas por la señora CECILIA ISABEL GARCÍA 

LOVERA, en hechos ocurridos el 8 de noviembre de 2012  en la vía que de la Paz (Cesar) 

conduce a Distracción La Guajira, a la altura del kilómetro 14 + 850, por la presunta falta de 

señalización y mal estado de la vía. O por el contrario si se encuentra probada alguna de las 

causales eximentes de responsabilidad extracontractual del Estado.  

 

5.3. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 

La Constitución Política de 1991, en el artículo 90 instituyó una cláusula general de 

responsabilidad del Estado con el deber de resarcir los daños antijurídicos que le sean 

imputables causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 

 

De acuerdo con lo previsto en el mencionado artículo y la jurisprudencia del Consejo de Estado, 

son dos los elementos a tener en cuenta para considerar acreditada la responsabilidad del 

Estado, i) el daño antijurídico y ii) la imputación. 

 

El daño antijurídico se ha definido, como toda afectación que no está amparada por la ley o 

el derecho, que contraría el orden legal  o que está desprovista de una causa que la justifique, 
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resultando que se produce sin derecho al contrastar con las normas del ordenamiento y, 

contra derecho, al lesionar una situación reconocida o protegida, violando de manera directa 

el principio alterum non laedere, en tanto resulta violatorio del ordenamiento jurídico dañar 

a otro sin repararlo por el desvalor patrimonial que sufre, de donde la antijuridicidad del daño 

deviene del necesario juicio de menosprecio del resultado y no de la acción que lo causa.1  

 

El daño antijurídico, a efectos de que sea indemnizable, requiere estar cabalmente 

estructurado; por tal motivo resulta imprescindible acreditar los siguientes aspectos 

relacionados con la lesión o detrimento cuya reparación se reclama: i) Que el daño sea 

antijurídico, esto es, que la persona no tiene el deber jurídico de soportarlo (…) ii) Que  lesione 

un derecho, bien o interés protegido por el ordenamiento legal. iii) Que el daño sea cierto, es 

decir, que se pueda apreciar material y jurídicamente y, por ende, no se limita a una mera 

conjetura2. 

 

En relación al segundo de los elementos de la responsabilidad extracontractual, es decir la 

imputación, ésta se instituye como  la atribución fáctica y jurídica que del daño antijurídico se 

hace al Estado, lo que supone “establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar 

o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico”3; 

y es precisamente en esta valoración a donde intervienen los títulos de imputación que 

corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad, como por ejemplo, la falla del 

servicio, el daño especial, la concreción de un riesgo excepcional, o cualquiera otro que 

permita hacer la atribución en un caso concreto, lo que faculta al juez en aplicación del 

principio iura novit curia,  que pueda utilizar cualquiera de los diversos títulos de imputación 

para la solución de los casos sometidos a su consideración, tal como lo ha dicho la 

jurisprudencia. 

 

                                                             
1 CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN C, 
M.P: NICOLÁS YEPES CORRALES - Sentencia del once (11) de diciembre dos mil diecinueve (2019); Radicación número: 
05001-23-31-000-2011-01354-01(49447) 
2 CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN A - 
M.P: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO - Sentencia del cinco (5) de marzo de dos mil veinte (2020); Radicación número: 
054001-23-31-000-2003-00151-01(51909) 
3 CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN C, MP: 
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS - Sentencia del (29) de julio de dos mil diecinueve (2019) - Radicación número: 68001-
23-31-000-2001-01372-01(45387). 
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Ahora bien, el tema en estudio ha sido tratado por el honorable Consejo de Estado en 

repetidas ocasiones, así por ejemplo se ha enunciado la responsabilidad que recae sobre el 

Estado de manera doctrinaria al establecer4: 

 

“Sobre este tema la doctrina ha establecido que cuando las entidades que tienen a su cargo 
el deber de señalizar las vías públicas, omiten su cumplimiento o lo hacen de manera 
defectuosa, comprometen la responsabilidad de las personas jurídicas en cuyo nombre 
actúan, por evidente falta o falla en el servicio público, a ellas encomendado, de tal suerte 
que no basta con la construcción y mantenimiento de las vías, sino que también está a su 
cargo la función de ejercer el control, en cuanto al cumplimiento de las disposiciones legales 
y reglamentarias que ordenan su señalización y advierten los peligros y por tanto debe 
responder por la totalidad de los daños y perjuicios que su falla en la prestación del servicio 
ocasione por la ausencia de señalización en las carreteras, y su consecuente inseguridad.5 
(Subrayas fuera del texto) 

 

Ahora bien, en punto de relatividad con la prestación del servicio, el máximo órgano de lo 

contencioso administrativo ha sostenido6: 

 

“La Sala, de tiempo atrás, ha dicho que la falla del servicio ha sido en el Derecho Colombiano 
y continúa siendo, el título jurídico de imputación por excelencia para desencadenar la 
obligación indemnizatoria del Estado; en efecto, si al Juez Administrativo le compete una 
labor de control de la acción administrativa del Estado y si la falla del servicio tiene el 
contenido final del incumplimiento de una obligación a su cargo, no hay duda que es ella el 
mecanismo más idóneo para asentar la responsabilidad patrimonial de naturaleza 
extracontractual. 

 
También ha sostenido la Jurisprudencia de esta Corporación que el mandato que impone 
la Carta Política en el artículo 2 inciso 2, consistente en que las autoridades de la República 
tienen el deber de proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 
bienes, creencias y demás derechos y libertades, “debe entenderse dentro de lo que 
normalmente se le puede exigir a la administración en el cumplimiento de sus obligaciones 
o dentro de lo que razonablemente se espera que hubiese sido su actuación o intervención 
acorde con las circunstancias tales como disposición del personal, medios a su alcance, 
capacidad de maniobra etc., para atender eficazmente la prestación del servicio que en un 
momento dado se requiera”; así, las obligaciones que están a cargo del Estado –y por lo 
tanto la falla del servicio que constituye su transgresión–, han de mirarse en concreto 
frente al caso particular que se juzga, teniendo en consideración las circunstancias que 
rodearon la producción del daño que se reclama, su mayor o menor previsibilidad y los 
medios de que disponían las autoridades para contrarrestarlo. 

                                                             
4 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C, 
Consejera ponente: OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ, Bogotá D.C., dieciocho (18) de julio de dos mil doce (2012), 
Radicación número: 47001-23-31-000-1998-06044-01 (24160),  
5 Gil Botero, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado, cuarta edición, Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez, 2010, p. 
377. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, sentencia de 14 de septiembre 
de 2011, exp. No. 66001-23-31-000-1998-00496-01(22745), M.P. Dr. MAURICIO FAJARDO GÓMEZ. 
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Se le exige al Estado la utilización adecuada de todos los medios de que está provisto, en 
orden a cumplir el cometido constitucional en el caso concreto; si el daño se produce por su 
incuria en el empleo de tales medios, surgirá su obligación resarcitoria; por el contrario, si 
el daño ocurre pese a su diligencia no podrá quedar comprometida su responsabilidad.  
 
Ahora bien, la falla del servicio o la falta en la prestación del mismo se configura por retardo, 
por irregularidad, por ineficiencia, por omisión o por ausencia del mismo. El retardo se da 
cuando la Administración actúa tardíamente ante la ciudadanía, en prestar el servicio; la 
irregularidad, por su parte, se configura cuando se presta el servicio en forma diferente a 
como es lo esperado o lo normal, contrariando las normas, reglamentos u órdenes que lo 
regulan; y la ineficiencia se configura cuando la Administración presta el servicio pero no con 
diligencia y eficacia, como es su deber legal. Y obviamente se da la omisión o ausencia del 
mismo cuando la Administración, teniendo el deber legal de prestar ese servicio, no actúa, 
no lo presta y queda desamparada la ciudadanía”. (Negrillas fuera del texto) 

 

En relación con la falla en el servicio, el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha 

citado7: 

 
“(…) [E]n cuanto tiene que ver con los elementos cuya acreditación resulta necesaria en 
el expediente para que proceda declarar la responsabilidad del Estado con base en el 

título jurídico subjetivo de imputación consistente en la falla en el servicio, la 
jurisprudencia de esta Corporación ha sido reiterada y uniforme en el sentido de señalar 
que se precisa de la concurrencia de (i) un daño o lesión de naturaleza patrimonial o 

extrapatrimonial, cierto y determinado o determinable, que se inflinge a uno o 
varios individuos; (ii) una conducta activa u omisiva, jurídicamente imputable a una 
autoridad pública, con la cual se incumplen o desconocen las obligaciones a cargo de la 
autoridad respectiva, por haberle sido atribuidas las correspondientes funciones en las 
normas constitucionales, legales y/o reglamentarias en las cuales se especifique el 
contenido obligacional que a la mencionada autoridad se le encomienda y (iii) una 
relación o nexo de causalidad entre ésta y aquél, vale decir, que el daño se produzca 
como consecuencia directa de la circunstancia consistente en que el servicio o la función 
pública de la cual se trate, no funcionó o lo hizo de manera irregular, ineficiente o tardía. 
Así, por ejemplo, se ha sostenido: 
 

«Observa la Sala que las acusaciones realizadas en la demanda versan sobre la 
existencia de unos supuestos perjuicios ocasionados por presuntas conductas 
culposas, negligentes e irregulares cometidas por las entidades demandadas en 
el proceso de liquidación de la sociedad intervenida, es decir, que el título de 
imputación elegido por el grupo actor corresponde al de la falla del servicio, 
régimen de responsabilidad subjetivo que se deriva del incumplimiento de una 
obligación Estatal y que se concreta en un funcionamiento anormal o en una 
inactividad de la Administración.  
 
Así las cosas, no debe perderse de vista que para la prosperidad de la acción de 
grupo y, por ende, para que el sentenciador pueda ordenar la reparación 
pretendida, deben estar acreditados con las pruebas que obran en el proceso los 
elementos que estructuran la responsabilidad extracontractual por falla del 

                                                             
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, sentencia de 09 de febrero de 
2011. Exp. No. 73001-23-31-000-1998-00298-01(18793), M.P. Dr. MAURICIO FAJARDO GÓMEZ. 
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servicio, a saber: i) la existencia de un daño, lesión o menoscabo de tipo 
patrimonial o moral, cierto y determinado, que afecta de forma individual a una 
pluralidad de sujetos; ii) la conducta activa u omisiva de la autoridad que lo 
infiere; y iii) la relación de causalidad entre ésta y aquél, es decir, que el daño se 
originó como consecuencia directa de la actuación atribuida a la administración, 
por omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio>>. 
(Negrillas fuera del texto). 

 

En efecto, cuando se hace referencia a la responsabilidad por falla, es necesario probar la 

misma, lo cual implica demostrar que la administración actuó de manera contraria a la 

regularidad administrativa, que lo hizo de manera ilegal8, contrariando postulados de buen 

servicio público o adecuada función administrativa; lo que significa, que la responsabilidad 

subjetiva comporta un sin número de circunstancias que la determinan9, y de esta manera, es 

preciso indicar que la doctrina tradicional ha planteado que la anormalidad en el actuar de la 

administración se evidencia en que la misma actuó mal, tardíamente o no actuó, debe ser 

superada y hablarse de la existencia de actuaciones irregulares de las entidades públicas; lo 

cual implica, la posibilidad de extender los eventos de falla del servicio, por cuanto en la 

irregularidad es posible involucrar toda actuación de las personas jurídicas públicas, que se 

aleje del buen servicio, siempre que se identifiquen parámetros mínimos de correcta actividad 

administrativa10. 

 

De manera puntual respecto del tema que convoca la atención del Despacho, el Honorable 

Consejo de Estado ha sostenido que para derivar la responsabilidad patrimonial 

extracontractual del Estado por las alegadas deficiencias u omisiones en la señalización de vías 

públicas, así como la falta de mantenimiento o conservación de la vías, es indispensable 

demostrar además del daño, la falla en el servicio consistente en el desconocimiento de los 

deberes de la administración consistentes en la obligación de implementar las señales 

                                                             
8 (Paillet, 2001, pág. 147). “No es raro en doctrina que la culpa del servicio se entienda como un comportamiento contrario a 
las normas que gobiernan el funcionamiento de la administración, en todo caso con un abanico de aproximaciones, que la 
sitúan a la vez como una omisión o inobservancia de las leyes del servicio, como sinónimo de anormalidad o aún más como 
la violación de una obligación administrativa”. 
9 Aunque es preciso aclarar, que no siempre que se incurra en falla del servicio, la actuación es ilegal, ya que en eventos como 
los hechos administrativos, puede ocurrir que no se esté violando una norma jurídica superior y sin embargo se puede tornar 
irregular; por el contrario, al existir una ilegalidad que genere un perjuicio, se está siempre en presencia de falla del servicio, 
porque si la actuación es ilegal, configura una irregularidad de la actividad administrativa. 
10 (Foillard, 2004, pág. 378). LA FALLA EN EL SERVICIO: UNA IMPUTACIÓN TRADICIONAL DE RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO Prolegómenos. Derechos y Valores, vol. XV, núm. 29, enero-junio, 2012, pp. 95-109 Universidad Militar Nueva 
Granada Bogotá, Colombia. Página 98. 
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preventivas, vigilar la realización de las obras públicas, controlar el tránsito en calles y 

carreteras y prevenir los riesgos que con ellos se generan.11 

 
5.4. DE LAS EXCEPCIONES. 

 

El Ministerio de Transporte propuso y argumentó la excepción de “falta de legitimación en la 

causa por pasiva”. 

 

Sustenta la misma indicando que, el Ministerio de Transporte no tiene como función la 

señalización  y demarcación de los huecos o mal estado de las vías sino definir la política 

integral de transporte de Colombia y la política general aplicadas a cada modo de transporte, 

las cuales deben tener como objetivo la prestación de un servicio eficaz, seguro, oportuno y 

económico en todo el territorio nacional, la cual está definida en los artículos 2, 3 y 5 del   

Decreto 2171 de 1992. 

 

Constatado por el Despacho lo afirmado por la entidad, y verificado que de acuerdo con lo 

señalado en el artículo 1° del Decreto 2056 de 2003, es objeto del Instituto Nacional de Vías 

“INVIAS”, la ejecución de las políticas, estrategias, planes, programas y proyectos de la 

infraestructura no concesionada de la Red Vial Nacional de carreteras primaria y terciaria, férrea, 

fluvial y de la infraestructura marítima, de acuerdo con los lineamientos dados por el Ministerio 

de Transporte, el Despacho considera que la excepción propuesta está llamada a prosperar. 

 

Lo anterior, por cuanto no está en cabeza del citado Ministerio la ejecución de las obras 

tendientes a mantener la red vial nacional, departamental, municipal, ni mucho menos su 

señalización, pues como ente rector del sector solo le corresponde fijar las políticas y 

lineamientos generales a implementar a nivel nacional en los diversos modos de transporte 

(Decreto 87 de 2011), motivo por el cual, se encuentra probada tal excepción, y así se declarará 

en parte resolutiva de la presente providencia. 

 

 

                                                             
11 CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCION TERCERA - SUBSECCION B, 
M.P: RAMIRO PAZOS GUERRERO, Sentencia del treinta (30) de mayo de dos mil dieciocho (2018), Radicación número: 
76001-23-31-000-2003-04969-01(43556) 
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5.5. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.  

 

Rememora el Despacho que el Instituto Nacional de Vías “INVIAS” propuso la excepción de 

falta de legitimación en la causa por pasiva, por considerar que  para la época de los hechos, 

la conservación y mantenimiento de la carretera en la que ocurrió el presunto accidente 

estaban a cargo de la Cooperativa de Trabajo Asociado Vías de La Guajira Ltda. “COOTRAVIAS, 

de conformidad con el contrato 1332 de 2012. 

 

Como consecuencia de esa afirmación y al haberse allegado al plenario copia del contrato 

aludido el cual efectivamente da cuenta de la vinculación contractual entre las partes, el 

Despacho el 21 de octubre de 2014 en desarrollo de la audiencia inicial12 decide vincular a la 

aludida COOPERATIVA en calidad de litisconsorcio, así mismo el 19 de septiembre del 2018 en 

continuación de audiencia inicial decide negar  la excepción propuesta13. 

 

Como consecuencia de la decisión asumida, se ordenó la notificación de la demanda al ente 

vinculado,14 sin que  se advierta que la mentada Cooperativa descorriera el traslado o ejerciera 

en su favor actuación alguna en el desarrollo de las diversas etapas procesales. 

 

Así las cosas y dada la eventual responsabilidad que pueda tener dicha empresa en el caso 

analizado, se procede analizar el contenido del objeto contractual con el fin de determinar si 

de acuerdo con las cláusulas pactadas es factible atribuirle responsabilidad  por los hechos en 

los cuales se fundamentó la demanda, y de esta manera establecer su legitimidad material en 

la causa que originó la presente Litis. 

 

CLÁUSULA PRIMERA: OBJETO. EL CONTRATISTA obliga a ejecutar para el INSTITUTO 

la realización EL MANTENIMIENTO RUTINARIO DE LA CARRETERA 49GJB PASO POR 

SANJUAN DEL CESAR, PR 0+ 0000 – PR 3+0000 4902 La Paz – Buenavista, PR 56 + 

0000 (San Juan del Cesar) – PR - PR 75 + 0237 (Buenavista). 8801 BUENAVISTA - 

MAICAO PR 0+0000 (BUENAVISTA) - PR 27 + 0000 (HATONUEVO), SECTOR 2, DE LA 

DIRECCIÓN TERRITORIAL GUAJIRA, para obtener un nivel opimo de servicios según los 

Indicadores de Mantenimiento Rutinario establecidos por el INSTITUTO y que se 

indican en Los Pliegos De Condiciones del Proceso de Selección Abreviada No. SA-MC-

                                                             
12 Folios 144-147 cuaderno de segunda instancia 
13 Folios 200-206  
14 Folio 175 
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DT-GUA - 004 2012, en la Carretera 49GJB Paso por San Juan del Cesar, Pr 0 + 0000  - 

Pr 3 + 0000 en una longitud de 2.53 km. 4906 La Paz - Buenavista Pr 56 + 0000 (San 

Juan del Cesar) - PR 75 + 0237 (BUENAVISTA), en una longitud de 19.79 KM. 8801 

Buenavista - Maicao PR 0 + 0000 (Buenavista) - PR 27 + 0000 (Hatonuevo) en una 

longitud de 27,00 KM SECTOR 2 DE LA DIRECCIÓN TERRITORIAL GUAJIRA EN UNA 

LONGITUD TOTAL de 49,32 KM, Tipo I: 49,32 km (de acuerdo a los Estudios y 

Documentos Previos) consistente en: 1) Limpieza de bermas, cunetas, zanjas de 

coronación, encoles, descoles, canales, obras de arte, puentes, barandas, la calzada, 

señales, mojones, defensas metálicas, lechos de ríos y cursos de agua que afecten la 

estructura de la vía a nivel de sedimentación de la erosión o que puedan provocar 

avalancha al interrumpirse el libro curso de las aguas. 2) Reparación y Reposición de 

láminas de señal, postes de señal, señales completas y mojones de referencia; 

instalación y reposición de defensas metálicas, (En caso de reposición, el INSTITUTO, 

suministrará  los elementos necesarios). La reparación se debe efectuar cuando la 

lámina esté en mal estado y la misma se pueda elevar a un buen nivel de servicio. La 

determinación de la reposición debe ser autorizada por el Director Territorial Guajira. 

3) Mano de obra para el bacheo, parcheo y sello de fisuras en carreteras 

pavimentadas y bacheos en carreteras destapadas, de acuerdo con los Indicadores 

de Mantenimiento establecidos para el Mantenimiento rutinario el INSTITUTO 

suministrará la mezcla asfáltica o el material requerido. 4) Despeje de derrumbes. 5) 

Rocería y desmonte manual. 6) Poda, corte y/o retiro de árboles. 7) Empradización 

manual con semillas y/o cespedones. 8) Arborización. 9) Jardinería. 10) Pintura de los 

mojones de referencia. 11) Las demás labores de igual o similar naturaleza que le sean 

indicadas por el Administrador de Mantenimiento Vial o el Director Territorial 

Guajira. PARÁGRAFO: ASUNCIÓN DE RIESGOS PREVISIBLES IDENTIFICABLES. El 

contratista asume de forma obligatoria los riesgos previsibles identificados y 

plasmados en el pliego de condiciones y aceptados en su propuesta. 

 

De acuerdo entonces con las obligaciones contraídas por COOTRAVÍA LTDA, en virtud del 

contrato 1332 de fecha 25 de septiembre de 2012, suscrito con el Instituto Nacional de Vías, 

por un plazo de ejecución que se prolongaba hasta el 31 de diciembre de 2013, el Despacho 

constata que efectivamente el tramo de la vía en la cual tuvo ocurrencia el accidente de 

tránsito estaba comprendido en el objeto contractual, no existen razones para endilgarle 

responsabilidad a la aludida Cooperativa, por los hechos en los cuales está sustentada la 

demanda instaurada. Veamos. 

 

De acuerdo con las pretensiones formuladas, las mismas tienen por objeto se declare 

administrativamente responsable al Instituto Nacional de Vías de las lesiones padecidas por la 

señora CECILIA ISABEL GARCÍA LOVERA, en hechos ocurridos el día  8 de noviembre de 2012 

en la vía que de la Paz – Cesar conduce a Distracción – La Guajira, a la altura del kilómetro 14 
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más 850 metros, como consecuencia del mal estado de la vía y falta de señalización de la 

misma. 

 

Así las cosas al ser analizado el alcance del objeto contractual, es factible deducir que si bien 

recaía la obligación en COOTRAVÍA LTDA de realizar el mantenimiento rutinario de la vía, las 

actividades para cumplir con dicho cometido estaban previstas previamente, sin que se pueda 

inferir de las mismas la facultad de corregir de manera autónoma los deterioros de la 

carretera, incluido aquellos derivados por la existencia de huecos, hundimientos, grietas u 

otros detrimentos en algunos tramos,  o la carencia de señalización. 

 

Lo anterior por cuanto de acuerdo con lo pactado la actividad de bacheo y parcheo, con las 

cuales es factible corregir el deterioro de vías a causa de huecos, se debía cumplir de manera 

consensuada, en donde la Cooperativa asumía los costos de mano de obra, mientras que el 

Instituto Nacional de Vías estaba en la obligación de suministrar la mezcla asfáltica o el 

material requerido; así como también, era necesario el suministro de los elementos necesarios 

para proceder a la reposición de láminas para la señalización de la vía, y en el caso de esta 

última, además, era necesario la autorización por parte del Director Territorial Guajira. 

 

De tal manera que al no estar probado en el expediente que se hubiese tomado la 

determinación por parte del Instituto demandado de proceder al arreglo de la carretera, 

mediante el suministro a la aludida Cooperativa de los materiales requeridos para el 

adelantamiento de  obras de bacheo o parcheo, así como para la reposición de las láminas 

para su señalización, resulta imposible atribuirle responsabilidad a la Cooperativa por los 

hechos génisis de la demanda. 

 

Máxime cuando la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado ha sido pacífica en señalar 

que la administración no se libera de sus obligaciones cuando ejecuta trabajos públicos con el 

fin de satisfacer los fines que le son propios, a través de un contratista.15 

 
 

                                                             
15 Consejo de Estado.  Sección Tercera, Sentencia de 22 de abril de 2004. Exp. 15.088, reiterada en sentencia de fecha treinta 
(30) de mayo de dos mil dieciocho (2018), proferida en proceso de Radicación número: 76001-23-31-000-2003-04969-
01(43556). 
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5.6. CASO CONCRETO. 

 

De acuerdo con los hechos expuestos en la demanda, se pretende endilgar responsabilidad a 

las entidades públicas demandadas por la presunta omisión en el mantenimiento, así como la 

señalización de la vía que de La Paz (Cesar) conduce al Municipio de Distracción (La Guajira), a 

la altura del kilómetro 14 + 850 metros lo cual condujo a la producción del daño alegado por 

los demandantes consistente en las lesiones sufridas por la señora Cecilia Isabel García Lovera 

en accidente de tránsito acaecido el 8 de noviembre de 2012. 

 

En ese sentido, y de acuerdo con las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso 

considera el Despacho que el régimen de responsabilidad aplicable al caso es el de régimen 

subjetivo, manifestada en la falla probada en el servicio, por lo que surge la necesidad de 

probar por parte de la parte actora los tres elementos constitutivos de la responsabilidad 

estatal, como lo son (i) el hecho generador del daño, (ii) el daño antijurídico mismo y (iii) la 

imputabilidad de éste a la administración, para de esta manera poder endilgarle la 

responsabilidad al Estado. Al respecto ha indicado el H. Consejo de Estado16: 

 

“Ha dicho esta Corporación que al tenor de lo establecido en el artículo 90 de la 
Constitución Política “los elementos indispensables para imputar la responsabilidad al 
estado son: a) el daño antijurídico y b) la imputabilidad del Estado”17; que por tanto, el 
juez de la responsabilidad estatal, además de constatar la antijuridicidad del daño, debe 
elaborar “un juicio de imputabilidad que le permita encontrar un título jurídico distinto de 
la simple causalidad material que legitime la decisión; y que este juicio se adelanta en dos 
fases que corresponden  a la  ‘imputatio facti’ y a la ‘imputatio iuris’”18.” 

 

Puntualizado lo anterior, resulta conveniente precisar si los hechos descritos en el libelo 

introductorio se enmarcan dentro del título jurídico de imputación por excelencia, 

denominado falla del servicio o falta en la prestación del mismo, el cual se configura por 

retardo, por irregularidad, por ineficiencia, por omisión o por ausencia en su prestación; para 

lo cual resulta necesario entrar en el estudio de los elementos de la responsabilidad 

                                                             
16 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C. 

Consejero ponente: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS. Bogotá D.C., veintidós (22) de junio de dos mil dieciocho (2018). 

Radicación número: 63001-23-31-000-2006-00331-01(39453). Actor: JUAN EVENCIO TORRES RUÍZ Y OTROS. 

Demandado: MUNICIPIO DE MONTENEGRO Y OTROS. Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA. 
17 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia de 21 de octubre de 1999, Expedientes 10948-11643. 
18 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia de 13 de julio de 1993, citado en sentencia de  (1°) de junio de dos mil 

quince (2015) dentro del radicado número 680012315000199901505 01 (31412).  
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extracontractual del Estado, es decir, el daño y la imputación al Estado, tal como se efectuará 

a continuación. 

 

5.6.1. EL DAÑO 

 

El daño antijurídico, como uno de los elementos de la responsabilidad del Estado, es la lesión 

o pérdida causada por una conducta lícita o ilícita, que puede ser patrimonial o 

extrapatrimonial, la cual no tiene por qué soportar el lesionado, en ese sentido y de acuerdo 

con las características que debe contener este elemento de la responsabilidad una vez 

revisado el sub –lite se evidencia que el daño padecido por los demandantes se evidencia en 

las lesiones personales padecidas por la señora Cecilia Isabel García Lovera,  a causa del 

accidente de tránsito ocurrido el 8 de noviembre de 2010, en el kilómetro 14 + 850 en la vía 

que del municipio de La Paz (Cesar) conduce al municipio de Distracción Guajira. 

 

Evidentemente de la “Epicrisis  y certificado de atención médica para víctimas de accidentes 

de tránsito expedido por la institución prestadora de salud” Clínica Integral San Juan Bautista 

del municipio de San Juan del Cesar, a nombre de la señora Cecilia Isabel García Lovera, se 

advierte su ingreso el mismo día del accidente al servicio de urgencias de la Clínica Integral San 

Juan Bautista del municipio de San Juan del Cesar, la cual registra como fecha de egreso: 24 

de noviembre de 2012, período en el cual le fueron realizados diversos procedimientos, tales 

como: osteotomía en fémur derecho, reducción abierta de fractura de fémur derecho 

*osteosíntesis de fémur con clavos bloqueado tipo ortofix, injerto óseo de fémur derecho, 

reducción cerrada de fractura de maxilar superior, septorrinoplastía funcional, Dermatoplastía 

para control de epistaxis, sutura herida múltiple de cara. 

 

En dicho documento se consignó además como diagnóstico: fractura de fémur vs cadera 

derecha, fractura de muñeca izquierda y fractura de huesos propios de la nariz; como 

diagnóstico de egreso: politraumatismo, POP reducción de fémur derecho, reducción de 

maxilar superior; examen físico: extremidades: simétricas, deformidad ósea en miembro 

inferior derecha, deformidad en muñeca izquierda. 
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Referido lo anterior, para el Despacho las lesiones personales padecidas por la señora Cecilia 

Isabel García Lovera, producto del accidente de tránsito ocurrido el 8 de noviembre de 2012, 

al parecer por causa de un hueco que se encontraba en la vía por donde transitaba el vehículo 

en el cual se transportaba, las cuales hacen presumir tristeza en su núcleo familiar más 

próximo, acreditan el primero de los elementos de la responsabilidad. 

 

En virtud de lo anterior, habiéndose acreditado el daño alegado, comoquiera que éste no es 

un elemento suficiente para atribuir la responsabilidad que se pretende, se procederá a 

abordar el análisis de imputación, con miras a determinar si aquél es atribuible, en algún 

porcentaje, al Instituto Nacional de Vías “INVIAS”, o, si, por el contrario, se configura alguna 

causal eximente de responsabilidad, como lo es el hecho de un tercero por ella planteado, así 

como cualquier otra excepción que el Despacho encuentre probada y deba declarar en virtud 

de lo establecido en el artículo 187 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

5.6.2. IMPUTACIÓN DEL DAÑO – Análisis de Responsabilidad. 

 

Para que surja contra el Estado la obligación de reparar un daño, resulta necesario que la lesión 

pueda serle imputable jurídicamente. Para valorar este punto, es necesario acudir a los 

hechos, así como, al deber ser o conducta exigida normativamente al Estado, de acuerdo con 

las circunstancias particulares de cada caso, y los instrumentos al alcance de la Administración. 

 

En el caso bajo estudio, el punto de discusión estriba en la imputación del daño que 

efectivamente se encontró probado, consistente en las lesiones padecidas por la señora Cecilia 

Isabel García Lovera, a causa de un accidente de tránsito ocurrido el 8 de noviembre de 2012, 

como consecuencia de la presunta omisión por parte del Instituto Nacional de Vías, en el 

mantenimiento y señalización de la vía nacional por donde transitaba el vehículo en el cual se 

transportaba, presuntamente al querer esquivar un hueco. 

 

Es dable resaltar que, la omisión de mantener en óptimas condiciones las vías públicas, genera 

un riesgo inminente que coloca en peligro la vida de las personas que transitan por las mismas, 

omisión que de encontrarse probada acarrea consigo el deber para la autoridad municipal, 
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departamental o nacional, de reparar o indemnizar todos los perjuicios que hayan surgidos 

como consecuencia de tal renuencia, considerando el incumplimiento de los deberes de 

vigilancia, mantenimiento, rehabilitación y conservación de la malla vial. 

 

Empero, cuando se alega la falla del servicio por omisión en la debida reparación de las 

carreteras o vías públicas, recae en la parte demandante la carga de demostrar las 

imputaciones consignadas en la demanda conforme lo prescribe el inciso primero del artículo 

167 del Código General del Proceso el cual prevé que le  “Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. 

 

En este orden, encontramos anexos al expediente las pruebas que a continuación se 

relacionan: 

 

-   El 8 de noviembre de 2012, se elabora por la Oficina Departamental de Tránsito de Riohacha, 

Informe Policial de Accidentes de Tránsito, en el cual se hace constar que se presentó un 

accidente en el kilómetro 14 + 850 metros de la vía que conduce de la Paz – Cesar a Distracción 

– La Guajira, en el que se reporta la muerte de una persona y lesiones personales en tres más, 

entre ellas la hoy demandante, señora Cecilia Isabel García Lovera, de quien se advierte, que 

aunque su segundo apellido fue trascrito como Noguera, no existe duda que se trata de la 

misma persona, en cuanto se consigna como número de identificación la cédula de ciudadanía 

número 22.624.132, el cual coincide con la de la hoy actora. 

 

De igual forma, se logra extraer del informe rendido que, el accidente se presentó en una vía 

recta de doble sentido, con una calzada y dos carriles, de asfalto. En cuanto a sus condiciones 

físicas, se indicó que se trataba de una vía con huecos y hundimientos, se encontraba seca y 

sin iluminación artificial, sin ningún control de señalización, y demarcada sólo con líneas 

centrales y de borde.  

 

Como causas probables del accidente de tránsito se consignó la causal 116 y 306  “exceso de 

velocidad – huecos”. 
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Además, del croquis allí elaborado se constata, que el carril en el que se desplazaba el 

automotor en el cual se transportaba la víctima, fue interrumpida por un hueco de 1.50 metros 

de largo, por 1.30 metros de ancho, con una profundidad de 10 centímetros. 

 

Y como observaciones “En el lugar de los hechos no se presentaron documentos del vehículo, 

ni del conductor, argumentando que fueron extraviados en el mismo lugar de los hechos”. 

 

- Declaración juramentada rendida por la señora Viviana Diazgranados Díaz, en 

condición de testigos presencial del accidente de tránsito ocurrido el 8 de noviembre de 2012, 

por haber sido compañera de viaje de la señora Cecilia Isabel García Lovera. La testigo absuelve 

interrogatorio, el cual inició con preguntas de la señora juez sobre el conocimiento 

generalizado de los hechos, comenzando por decir si conocía a la señora Cecilia, de donde la 

conoce, porque la conoce, así: 

 

Contestado. Bueno yo la conocí porque casualmente pues viajábamos en el mismo 

vehículo yo estaba visitando a mi esposo que estaba trabajando en La Guajira y me 

pues me embarque en el vehículo y ahí conocí a Ceci, pero nos relacionamos más. 

Preguntado. Cuando fue eso, cuando fue. Contestado. El 8 de noviembre de 2012, 

cuando nos accidentamos casualmente quedamos en la misma clínica y, en la misma 

habitación al principio no, pero después nos colocaron en la misma habitación y ahí 

fue donde nos conocimos más, ella al igual que yo tuvimos varias fracturas, todavía 

tenemos secuelas del accidente, hubo muerto, eso, íbamos en el carro normal, el 

carro no iba sobrepasado de velocidad, fue por un hueco. Preguntado. Qué clase de 

vehículo era. Contestado. Un Mazda.  Preguntado.  Era servicio particular o público.  

Contestado. Particular.  Preguntado. O sea que iban con algún familiar, iba 

manejando. Contestado. No, no era de Cooperativa, era un carro normal. 

Preguntado. No le estoy entendiendo esa parte. Contestado. Entonces explíqueme 

usted a qué se refiere cuando dice particular o público. Preguntado. Servicio. Los 

carros tienen dos características o dos condiciones. Contestado. No era familiar, era 

público que él hacía viajes, pero no estaba en ninguna cooperativa. Preguntado. 

Cuéntenos cómo fue el accidente. Contestado. Como le digo íbamos el muchacho el 

conductor, pues iba normal, porque de por sí yo soy nerviosa y yo cuando me subo a 

un carro estoy pendiente que no vaya a ser un loco, el que vaya a ir manejando, iba 

normal  y el mal estado de la vía, un hueco, nos accidentamos.  Preguntado. En qué 

lugar del vehículo iba usted, en la parte delantera o en la parte trasera.  Contestado. 

En la parte trasera, en el medio y Ceci iba a mi izquierda. Preguntado. A qué hora fue 

el accidente Contestado. Eso eran como tipo cuatro, cuatro y media. 

 

La apoderada de la parte demandante por su parte, interroga a la testigo, por lo que 

trascribe a continuación algunas de las relevantes al caso. 
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(…) Preguntado. Manifiéstele al despacho a que cree usted que obedecieron las 

causas del accidente al que hacemos mención. Contestado. Bueno, al mal estado de 

la vía. Preguntado. Manifiéstele al despacho exactamente donde ocurrió el accidente 

si lo recuerda. Contestado. Entre La Paz y Urumita. Preguntado. Manifieste de 

acuerdo a las respuestas anteriores, si en el lugar del accidente existía algún tipo de 

señalización que indicara la existencia de dicho hueco. Contestado. No. Preguntado. 

Manifiéstele al despacho a qué velocidad cree usted que podría transitar el vehículo 

en el momento del accidente. Contestado. Él iba a una velocidad normal, no era más 

de 80, menos de 80. (…) 

 

La apoderada del Ministerio de Transporte interroga a la testigo así: 

 

Preguntado. Doña Viviana nos puede decir en el momento del accidente que pasó 

con el vehículo, que pasó, como fue el accidente. Contestado. … el, al,  este … al 

pasar por el hueco lo desestabilizó y nos hizo salir de la vía, nos detuvo un árbol. 

Preguntado. Rodó o se quedó en la vía. Contestado. No, no él, se desestabilizó y se 

salió de la vía y nos dimos contra un árbol, ahí quedó el carro en un árbol. 

Preguntado. Ustedes cuando tomaron el vehículo donde lo tomaban y si sabían que 

el vehículo no pertenecía a ninguna empresa. Contestado. Yo, pues, a mí me embarcó 

mi esposo en ese vehículo yo estaba visitándolo a él y él me dejó, o sea yo casi no sé 

dónde se toman los vehículos y eso y él me llevó. Preguntado.  Sea concreta, usted 

sabía que el vehículo no pertenecía a ninguna empresa legal pública. Contestado. Si 

yo sabía que no era de cooperativa como le estaba diciendo a la doctora, no era de 

una cooperativa. 

 

Así preguntó el apoderado de INVÍAS: Preguntado. Señora Viviana Díazgranados 

manifiéstale al despacho si en el momento del accidente estaba lloviendo o estaba la 

carretera seca. Contestado. Seca. Preguntado. Manifiéstele al despacho si usted iba 

mirando la carretera en ese momento, iba pendiente. Contestado. Si claro, es que yo 

soy muy nerviosa, yo vivo es pendiente. Contestado. Usted pudo observar que había 

huecos en la vía. Contestado. No, yo no lo vi, ya cuando los vimos es cuando sentimos 

el (…) del carro.  

 

Retoma la palabra la señora juez:   

 

Preguntado. Señora Viviana usted ha manifestado en respuestas anteriores que el 

vehículo iba no más de 80 km/h y que usted iba en la parte trasera del vehículo, pero 

como decimos aquí en el puesto del medio, verdad. Contestado. Si. Preguntado. Yo 

sí quiero que le aclare al despacho, si el vehículo iba a esa velocidad, digamos 80 km/h, 

usted tenía un panorama de la vía. Contestado. O sea yo iba mirando al frente, yo iba 

mirando, no es costumbre mía por qué me pongo a mirar a los lados y me mareo,  yo 

iba mirando al frente, normal, pero yo sí sé que el conductor no iba a exceso de 

velocidad.  Preguntado. Explíquele al despacho más o menos a qué distancia pudo 

usted visualizar el hueco que había en la vía. Contestado. Es que como le digo, ya así, 

porque mire en las carreteras ahí los árboles a veces, o sea la sombra no deja ver los 

huecos ya cuando se los ve uno es ahí, no los alcanza a visualizar así. Preguntado. A 
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qué horas fue el accidente. Contestado. En la tarde. Preguntado. A qué horas. 

Contestado. Yo le dije cuatro a cuatro y treinta,  ya estaba como oscureciendo. 

Preguntado. Bueno. Más o menos a qué distancia pudo observar usted el hueco qué 

señala había en la vía. Contestado. Digamos así, no sé en kilómetros, no se así una 

distancia cerca, fue que lo vimos. Preguntado. Pudo observar usted que el conductor 

realizará alguna maniobra para esquivar el hueco. Contestado. Si, él, o sea él intentó 

estabilizar el vehículo pero nada, nos salimos de la vía. Preguntado. Pero usted 

manifestó que el señor había caído en el hueco, y mi pregunta es si el intentó esquivar 

el hueco, si usted observó que el intentara esquivar el hueco.  Contestado. Sí, si es 

que mire, vea, íbamos en la vía mire, eso ahí, es  hueco tras hueco, él esquiva el hueco 

y, se come otro hueco, o sea, cae en otro hueco, el esquiva uno, y el otro si no dio y 

no salimos de la vía. Preguntado. Desde qué lugar si lo recuerda o qué kilómetro 

estaba la vía en mal estado. Contestado. No, no recuerdo qué kilómetros, para allá 

no conozco yo era la primera vez, que yo viajaba para allá a visitar a mi esposo, nunca 

había cogido y  hasta ahora que me toca venir acá. 
 

- Certificación de informe suscrito por el Director del Instituto Nacional de Vías 

Territorial Guajira,  acerca del estado de la vía que de La Paz – Cesar conduce a Distracción – 

La Guajira, kilómetro 14 + 850 metros, al igual que la señalización, de fecha 23 de noviembre 

de 201819, en el que se hace constar:  

 

Que la vía que del Municipio de la Paz (Cesar) conduce al Municipio de 
Distracción ruta 4902 (del PR 14+0000 al 15+0000) pertenece a la Red 
Nacional de Carreteras a cargo del Instituto Nacional de Vías. 
 
De conformidad con informes (fotografías y videos) de la Administración 
Vial contratada por el Instituto, el estado actual de la vía en mención es 
regular. 
 
A pesar de no solicitarse el estado de la vía al momento de la ocurrencia 
del accidente motivo de la demanda, considero prudente informar que de 
conformidad con informes (anexo) de la Administración Vial contratada 
por el Instituto, para la fecha noviembre del año 2012 el estado de la 
carretera era regular. (Subrayado y negrillas es nuestro) 

 

-    Informe del estado de la carretera entre los PRs 14+0000 y 15+0000 de la Ruta 4902, ficha 

técnica, formato de estado de la red visual y técnico de los informes con registro fotográfico y 

vídeos, suscrito por el ingeniero residente de la Administración de Mantenimiento Vial G1 

Consorcio CAVAL, de fecha 22 de noviembre de 201820, en el que se registran las siguientes 

apreciaciones en el informe técnico: 

                                                             
19 Folio 226 
20 Folios 227-234 
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2. GENERALIDADES 
2.1 CARACTERISTICAS DEL ENTORNO. 
 

 CARACTERISTICAS DE LA VIA 
 
En el sitio, las características geométricas de la carretera son: Terreno plano, 
sección transversal en terraplén, alineamiento horizontal en recta prolongada 
y la calzada de la carretera nacional cuenta con un ancho promedio de 7.0 m la 
cual se encuentra pavimentada con superficie de rodadura en pavimento 
flexible la cual presenta algunos daños tipo fisura, grietas, descascaramiento 
de poca profundidad y se inicia la formación de algunos baches. La vía cuenta 
con bermas de ancho variable entre 0.6 m y 1.0 m en ambas márgenes. El 
alineamiento vertical del sector es pendiente suave. 
 

2.2  SEÑALIZACIÓN HORIZONTAL Y VERTICAL DE LA VIA NACIONAL. 
 

Se revisó la señalización vertical existe en el sector y se observa que no existen 
señales verticales. 
 
Con respecto a la señalización horizontal el sector cuenta con las líneas de 
demarcación laterales y línea central segmentadas, todas en regular estado ya 
que ha disminuido su reflectividad. 
 

- Igualmente se allegó prueba documental del “Estado de la Red Criterio Visual” de la 

ruta vial identificada con el código 4902, del periodo octubre – diciembre de 2012, 

ingeniero residente: Carmen Ximena Ospino, en el que se detalla: 

 

Código vial PR INICIAL PR FINAL  CARRETERA KMs TIPO DE 

SUPERFICIE 

ESTADO 

4902 6+0199 10+0000 La Paz – 

Buenavista 

3.854 P R 

4902 10+0000 15+0000 La Paz – 

Buenavista 

5.045 P R 

 

 (…) 

 

Denotando la letra R, Regular. 

 

- CD contentivo de fotografías y vídeos a la vía identificada con la ruta 4902, 

específicamente PR 14+0000 al 15+0000, en el mes de noviembre del año 2018, registro de 

imágenes y fílmicos en los que se constata de manera visual que específicamente el tramo 

de la carretera 14+850, posee áreas específicas que evidencian haber sido objeto de 

parches y/o baches, lo cual se logra percibir por el abultamiento producido en los tramos  y 

la diferencia de color en el concreto en las zonas intervenidas; así mismo es factible 
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observar, grietas horizontales, verticales, hundimientos, ondulaciones, descascaramientos, 

huecos etc.  

 

- Oficio de fecha 23 de noviembre de 2018, en el cual el Subdirector de Tránsito del 

Ministerio de Transporte, da a conocer al Despacho la velocidad máxima permitida por el 

Código Nacional de Tránsito en las carreteras o vías nacionales, informando  “que de 

acuerdo con las normas vigentes, especialmente la Resolución 1239 de 2008 “no autoriza a 

los conductores de vehículos automotores a transitar por las vías nacionales a una velocidad 

de 120 Kph, al contrario la ley autoriza al Ministerio de Transporte para determinar 

velocidades para vehículos públicos y privados en las carreteras nacionales, con algunas 

limitaciones entre ellas que en ningún caso podrá sobrepasar los 120 Kph. Así mismo indicó  

en otro de los apartes de dicho oficio que “la velocidad máxima en un tramo de vía es, es la 

que este señalizada en dicha vía”. 

 

-   Frente a las anteriores pruebas el Despacho hace las siguientes consideraciones. 

 

En primer lugar, se precisa  que aunque la apoderada judicial del Ministerio de Transporte, en 

la audiencia de pruebas tachó de falso el testimonio rendido por la señora Viviana 

Diazgranados Díaz, sustentada en la imparcialidad o credibilidad de la testigo por ostentar el 

carácter de demandante en un proceso de la misma naturaleza tramitado por este Despacho 

y por los mismos hechos, dichos argumentos por sí solos no constituyen razones válidas para 

desestimar lo dicho por la testigo, sino que obligan al operador judicial a examinar con mayor 

rigor la declaración, de cara a las demás pruebas obrantes en el expediente, para verificar si 

efectivamente la misma estuvo afectada de parcialidad y ausencia de objetividad, con base en 

las reglas de la sana crítica, por lo que  bajo esas directrices de orden jurisprudencial, lo hará 

el Despacho en el asunto bajo análisis.21 

 

Así las cosas, de manera preliminar se ha de señalar que el Instituto Nacional de Vías, en oficio 

de fecha  23 de noviembre de 2018, admite que la vía que del Municipio de la Paz (Cesar) 

conduce al Municipio de Distracción ruta 4902 (del PR 14+0000 al 15+0000) pertenece a la red 

                                                             
21 Ver, entre muchas otras: sentencia del 28 de noviembre de 2000, proceso No. AC-11349, M. P. Olga Inés Navarrete Barrero; 
sentencia del 19 de julio de 2007, proceso No. 68001-23-15-000-2006-02791-01(PI), M. P. Martha Sofía Sanz Tobón; sentencia del 
2 de septiembre de 2010, proceso No. 11001-03-24-000-2007-00191-00, M. P. Marco Antonio Velilla Moreno; sentencia del 8 
de abril de 2014, proceso No. 68001-23-15-000-2000-03456-01(29195), M. P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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nacional de carreteras a su cargo, por lo que no existe duda que el tramo de la vía en la cual 

se produjo el accidente que originó la presente Litis estaba bajo la responsabilidad del 

mencionado organismo. 

 

De modo que de acuerdo con lo señalado en los numerales 2.2. y 2.13 del artículo 2 del Decreto 

2653 de 2003 (vigente a la fecha de ocurrencia del accidente), era obligación del Instituto 

Nacional de Vías velar por la conservación, mantenimiento y señalización de la vía – ruta 4902. 

En efecto las disposiciones legales aludidas a su tenor literal prevén: 

 

Artículo 2º. Funciones del Instituto Nacional de Vías. Para el cumplimiento de sus 
objetivos el Instituto Nacional de Vías desarrollará las siguientes funciones 
generales:  
 
(…) 
2.2 Elaborar conjuntamente con el Ministerio de Transporte los planes, programas 
y proyectos tendientes a la construcción, reconstrucción, mejoramiento, 
rehabilitación, conservación, atención de emergencias, y demás obras que 
requiera la infraestructura de su competencia. 
 
(…) 
2.13 Definir las características técnicas de la demarcación y señalización de la 
infraestructura de transporte de su competencia, así como las normas que 
deberán aplicarse para su uso. 

 

Sin embargo y pese a la obligación que le asistía a dicho organismo de mantener en buen 

estado y en condiciones de seguridad para sus usuarios, la vía identificada con la ruta 4902,  el 

Despacho encuentra que las lesiones de la señora Cecilia Isabel García Lovera, se producen en 

un accidente de tránsito en un tramo de la vía en la que al pretender ser esquivado un hueco  

por el conductor del vehículo en el cual se desplazaba hace que pierda el control del mismo e 

impacte en un árbol ubicado a un costado de la carretera. 

 

En efecto así lo ratifica el Informe Policial del accidente de tránsito, en el cual se consigna como 

una de las causas probable del mismo la existencia de huecos en las vías, esto es, la señalada 

con el código de causa 306, según  la Resolución No. 6020 de 2006 expedida por el Ministerio 

de Transporte22 vigente para la época de su ocurrencia, así como también del croquis allí 

plasmado, se registra la existencia de un hueco de considerables dimensiones, 1.5 metros de 

                                                             
22 “Por el cual se adopta el manual para diligenciar el Informe Policial de Accidentes de Tránsito y se modifica el campo 12 del 
formato del mismo informe” 

363



Juzgado Primero Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Riohacha 

Medio de Control: REPARACIÓN DIRECTA 
Demandante: CECILIA ISABEL GARCIA LOVERA Y OTROS 
Demandado: MINISTERIO DE TRANSPORTE – INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS 
Radicación No. 44-001-33-33-001-2013-00168-00 

Página 27 de 40 
 

 

 

largo por 1.30 metros de ancho, con una profundidad de 10 centímetros, sin que se haya 

dejado consignado en el sitio específico del accidente, la presencia de señales con las cuales 

se advirtiera a los usuarios de la vía acerca del peligro que generaba el tránsito por dicho 

sector. 

 

Sobre todo si se tiene en cuenta que de acuerdo con el mismo informe se trataba de una 

carretera que además de huecos, era evidente su mal estado a causa de hundimientos,  

carencia de iluminación, así como también de todo tipo de señales. 

 

Lo anterior se compadece con la declaración jurada rendida por la señora Viviana 

Diazgranados, testigo presencial de los hechos quien al ser interrogada respecto de la forma 

en que acaece el accidente da a entender que se debió al mal estado de la vía, específicamente 

a la presencia de huecos, y que al ser esquivado por el conductor uno de ellos, y encontrarse 

con otro de manera inesperada hace que intente evadirlo, por lo que pierde el control del 

automotor y hace que choquen definitivamente con un árbol.  

 

Sobre el mal estado de la vía da cuenta también, el informe con criterio visual rendido por el 

Instituto Nacional de Vías – Dirección Territorial Guajira, a la ruta identificada con el código 

4902 del kilómetro 10+0000 al 15+0000, de la carretera La Paz - Buenavista, correspondiente 

al período comprendido entre los meses de octubre a noviembre de 2012, en el cual se indica 

que la misma estaba en regular estado. 

 

Sumado a que se anexaron al expediente fotografías y material fílmico de la misma ruta vial 

puntualmente del kilómetro 14+0000 al 15+0000, los cuales si bien son representativos del 

estado de la carretera a fecha 21 de noviembre de 2018, es indiscutible que las imágenes del 

tramo vial en que según el informe de tránsito impactó el vehículo en el cual se desplazaba la 

señora Cecilia Isabel García Lovera, 6 años y 13 días antes,  esto es, el del kilómetro 14+850 

evidencian señales irrefutables de haber sido objeto de reparaciones mediante la 

implementación de parches y/o baches, lo cual se logra percibir por el abultamiento producido 

en el asfalto  y la diferencia de color en el concreto en las zonas intervenidas. 

 

De ahí que se concluya con alto grado de probabilidad que la presencia de huecos en la vía 

haya sido determinante en la ocurrencia del accidente, pues, las reglas de la experiencia 
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indican que el conductor de un vehículo ante la presencia repentina de un hueco en la vía, - 

independientemente de cual sea su profundidad – simplemente por la percepción visual 

reaccione con la intención de evadirlo, lo cual tiene en muchos casos la virtualidad de incidir 

sobre la estabilidad del rodante. 

 

Máxime cuando de acuerdo con el informe de accidente de tránsito, la carretera no tenía  

instalada ningún tipo de señal que advirtiera la existencia del peligro que generaba para los 

usuarios de la carretera la existencia de huecos en el sector, obligación que como antes se 

enunció gravitaba legalmente en el Instituto Nacional de Vías,  supuesto fáctico corroborado 

por la testigo presencial Viviana Díazgranados, quien por la ubicación que dice llevaba en el 

vehículo automóvil Mazda en el cual se desplazaba junto con la señora García Lovera y tres 

personas más, esto es, la parte trasera central del automotor, considera esta judicatura le 

permitía observar sin dificultad las señales de ubicación frontal  que hubiesen estado situadas 

en el trayecto del desplazamiento.    

 

En consecuencia, para esta judicatura es factible concluir la omisión en la que incurre el 

Instituto Nacional de Vías de velar por la señalización y el buen mantenimiento de la red vial 

de la cual era responsable, lo cual acarrea consigo el deber de reparar o indemnizar todos los 

perjuicios que hayan surgidos como consecuencia de tal omisión. 

 

No obstante, analizadas las circunstancias en que sucedieron los hechos, para el Despacho 

existen evidencias que conllevan a concluir la concurrencia de causa extrañas, que 

contribuyeron en la producción del daño antijurídico, lo cual amerita la reducción de la 

indemnización que se llegare a imponer en contra de la entidad pública demandada. 

 

En efecto, probado está y así se admite en la demanda, que el vehículo que fue abordado por 

la señora Cecilia Isabel García Lovera, el 8 de noviembre de 2012, en compañía de varias 

personas, desde el municipio de San Juan del Cesar (La Guajira)  para trasladarse hasta la 

ciudad de Valledupar (Cesar), y en el que luego se produjera el accidente de tránsito que le 

causó las lesiones personales por las cuales hoy se encuentra solicitando su resarcimiento en 

vía judicial, se trataba de un automóvil Mazda, de placas BEK 682, dedicado al transporte 

irregular de pasajeros. 
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Bajo esa realidad fáctica, no cabe duda que al optar de manera voluntaria por utilizar un medio 

de transporte público, como en el caso analizado un vehículo terrestre para su desplazamiento 

hasta otra ciudad, al margen de la regulación y control de las autoridades de tránsito 

competentes, generaba riesgos para su vida e integridad personal, por cuanto ello conllevaba 

a que no se tuviera certeza acerca de las condiciones mecánicas del vehículo así como tampoco 

la idoneidad del conductor para realizar la actividad riesgosa que entraña la conducción de 

vehículos en nuestro país. 

 

A propósito, nuestro ordenamiento jurídico prevé que la operación del transporte público en 

Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien ejercerá el control y la 

vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, oportunidad y 

seguridad23. 

 

Precisamente bajo ese principio se establece, que el servicio público de transporte  terrestre 

automotor de pasajeros por carretera, solo se presta por empresas debidamente constituidas 

y habilitadas por las autoridades competentes y en vehículos homologados para el servicio de 

que se trate, lo que implica que los vehículos de servicio particular no puedan prestar servicio 

público de transporte; y señale también, que cuando no se utilicen equipos propios, la 

contratación del servicio de transporte deberá realizarse con empresas de transporte público 

legalmente constituidas y debidamente habilitadas (Decreto 171 de 2001)24, de ahí que el 

Código Nacional de Tránsito, contenido en la Ley 769 de 2002, sancione a quien sin la debida 

autorización destine un vehículo a prestar un servicio diferente de aquel para el cual tiene 

licencia de tránsito.  

 

De hecho, constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte, 

“la seguridad”, especialmente la relacionada con la protección de los usuarios, por lo que es 

deber de las autoridades competentes exigir y verificar las condiciones de seguridad, 

comodidad y accesibilidad requeridas para garantizarle a los habitantes la eficiente prestación 

                                                             
23 Ley 105 de 1993  “Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos 
entre la Nación y las Entidades Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras 
disposiciones.” 
24 Decreto 171 DE 2001 “Por el cual se reglamenta el Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor de Pasajeros por 
Carretera” 
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del servicio básico en cada modo de transporte, tal como lo prevén los artículos 1 y 2 de la Ley 

336 de 1996 "Por la cual se adopta el estatuto nacional de transporte". 

 

De modo que bajo esas directrices de orden legal, las personas que optan por escoger un 

medio de transporte sin estar habilitado por las autoridades de tránsito competentes, asume 

en mayor grado, riesgos significativos incluso de muerte y/o lesiones que atentan contra su 

integridad personal, que aquellas que prefieren utilizar los medios de transporte que si han 

obtenido el aval por los respectivos órganos de control, previa verificación de los requisitos 

exigidos para operar como empresas en la modalidad de transporte público terrestre automotor 

de pasajeros por carretera, por cuanto en principio se tendría certeza por parte de los usuarios 

de la idoneidad y experiencia del personal contratado para prestar el servicio, así como 

también de la revisión y mantenimiento preventivo que debe hacer la empresa de los equipos  

utilizados para desarrollar la actividad de transporte de pasajeros (artículo 14 del Decreto 171 de 

2001). 

 

A propósito, en el caso concreto el Despacho pudo establecer mediante información contenida 

en el Registro Único Nacional de Tránsito - RUNT, que el señor Huber Antonio Naranjo Jara 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 12645766, conductor del vehículo comprometido 

en el accidente de tránsito en el cual se producen las lesiones personales a la señora Cecilia 

Isabel García Lovera, no posee licencia de conducción, situación que le impedía ejercer el oficio 

de conductor en el territorio nacional.  

 

Efectivamente, la licencia de conducción, en nuestro ordenamiento jurídico esta defina como 

el documento público de carácter personal e intransferible expedido por autoridad 

competente, el cual autoriza a una persona para la conducción de vehículos con validez en 

todo el territorio nacional (artículo 2 de la Ley 769 de 2000), de modo que no tenerla implica 

que se tenga duda respecto de la idoneidad que tenía el señor Naranjo Jara para conducir 

vehículos y que el exceso de velocidad haya sido una causa más, de la ocurrencia del tantas 

veces aludido accidente, tal como fue indicado en el informe policial del mismo. 

 

Pues de haberse conducido el vehículo a una velocidad razonable y acorde con la realidad de 

las condiciones de la carretera, lo más probable era que no se hubiesen producido los efectos 
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lamentables de la pérdida de vida de uno de sus pasajeros y las lesiones personales del resto 

de los ocupantes, incluida la de la hoy demandante, señora García Lovera. 

Sobre todo cuando ha sido una de las afectadas, señora Viviana Diazgranados, quien en 

diligencia testimonial ha dado a conocer la sucesión de huecos que existían en la carretera en 

la cual se desplazaban al momento del accidente, circunstancias que demandaban una mayor 

pericia y prudencia por parte del conductor al encontrarse realizando una actividad peligrosa , 

máxime cuando existe certeza de que el accidente acaeció aproximadamente a las 5:40 p.m., 

donde las condiciones de visibilidad son reducidas por la misma oscuridad de la noche respecto 

del día, a causa del crepúsculo. 

 

Y si bien la testigo asegura que la velocidad del vehículo no era superior a 80 kilómetros por 

hora - versión resultado de su apreciación personal, más no de la comprobación real a través 

de la percepción  visual que hiciera del velocímetro del vehículo -,   lo cual en principio podría 

estar en consonancia con lo dispuesto en el artículo 2 de la Resolución 1384 de 2010, que 

prevé que en las vías nacionales y departamentales en ningún caso podrán sobrepasar los 120 

kilómetros por hora, no se puede desconocer que la velocidad de los vehículos está 

determinada atendiendo las especificaciones de las vías, por lo que ante la existencia de 

huecos continuos en la carretera como lo aduce la testigo, el conductor debió actuar con 

excesiva prudencia, lo cual implicaba conducir a una velocidad adecuada a las condiciones 

reales de deterioro y falta de señalización de la misma. 

 

Así las cosas, de acuerdo a las conductas asumidas tanto por la víctima como por el conductor 

del vehículo es factible concluir la participación de los mismos en la materialización del evento 

dañoso, de tal manera que resulta posible encontrarlos responsables en la  causación del daño, 

pudiendo por tal motivo, inferirse la existencia de la concurrencia de causas en la producción 

del mismo, fenómeno que la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado ha explicado en 

los términos siguientes25: 

La concurrencia de causas es un fenómeno que, dentro del estudio de la imputación 
del daño en el juicio de responsabilidad civil o del Estado, supone que el hecho 
generador del daño no puede ser atribuido exclusivamente a la conducta - activa u 

                                                             
25 CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO AMINISTRATIVO - SECCIÓN PRIMERA – M.P: MARÍA 
ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ, sentencia de acción de Tutela, de fecha veintiuno (21) de septiembre de dos mil diecisiete 
(2017), Radicación número: 11001-03-15-000-2017-01353-01(AC). 
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omisiva - del sujeto agente, habida cuenta que, en alguna proporción y de manera 
simultánea, aquel también encuentra origen en otros acontecimientos, tales como 
“la ocurrencia de fuerzas naturales o sociales anónimas o irresistibles”, el 
comportamiento de persona diferente del demandado (tercero) o, incluso, de la 
misma víctima del daño26.  

El daño entendido como la materialización de la violación del deber jurídico de 
abstenerse de estropear el derecho o la integridad del patrimonio –material o 
inmaterial- ajeno27, es fuente de la obligación de reparar28, la cual consistirá en la 
prestación29 que corresponda según la naturaleza del daño ocasionado30 y de las 
posibilidades de retornar a la situación que se tenía antes de padecer el hecho 
perjudicial en el caso concreto (restitutio in integrum). 

El artículo 2343 del Código Civil31 colombiano establece que la obligación de 
indemnizar le corresponde a la persona causante del daño respectivo y a sus 
herederos. Asimismo, el artículo 90 de la Constitución Política de 199132 señala que al 

                                                             
26 HINESTROSA, Fernando. Derecho civil: obligaciones. Bogotá: Publicaciones Externado de Colombia, 1969, pp. 563 y ss.    
27 Ibíd. “Deberes de conducta reductibles al principio elemental de neminem laedere que determina a obrar y abstenerse de 
actuar relegando la comodidad egoísta en aras de la integridad ajena, y se proyectan en dos direcciones complementarias: 
como reglas universales que vinculan a todos los miembros sociales, sin otra sanción que la general del derecho, y como 
orientaciones concretas que para un caso singular se pronuncian por iniciativa particular o disposición legal, como refuerzo y 
especificación del deber genérico, anterior e inobjetable”. 
28 Código Civil. “ARTICULO 2341. RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL. El que ha cometido un delito o culpa, que 
ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o  el 
delito cometido. 
ARTICULO 1613. INDEMNIZACION DE PERJUICIOS. La indemnización de perjuicios comprende el daño emergente y lucro 
cesante, ya provenga de no haberse cumplido la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado 
el cumplimiento. Exceptúanse los casos en que la ley la limita expresamente al daño emergente 
29 HINESTROSA, Fernando. Derecho civil: obligaciones. Bogotá: Publicaciones Externado de Colombia, 1969, pp. 513. “Para 
plantear el problema de este modo [daño como fuente de la relación crediticia], se considera que el deber de prestación 
consistente aquí en la entrega de suma de dinero, surge de la lesión ocasionada en el derecho ajeno, que la merma patrimonial 
y la afectación espiritual son las razones del deber de carácter obligatorio que entonces contempla. (…). Y a este propósito  [el 
restablecimiento del derecho ajeno quebrantado], dentro de las sanciones legales se contempla, según las posibilidades de 
restauración: devolver el objeto sustraído, sanción restitutoria, medida elemental que se procura cuanto lo primero, y que ex ige 
la subsistencia del bien en manos del destinatario de la demanda (…); no siendo factible o suficiente ese medio, se acude a 
la indemnización de los daños infringidos, sanción reparadora, que comprende en principio el equivalente pecuniario del 
derecho perdido y agrega la suma que corresponda a la merma del saldo patrimonial del momento y a las oportunidades de 
lucro que se escapan como consecuencia de la actividad del demandado, siendo dable también el caso de reclamar el bien 
mismo, junto con el perjuicio recibido por su entrega extemporánea, su sustracción o deterioro (…); por último, cuando no se 
puede regresar a la situación primitiva, como tampoco reducir a dinero el quebranto sufrido para ofrecer un equivalente del 
derecho lesionado, siendo necesario un alivio para la víctima, se piensa en la sanción compensatoria: no se paga el daño, se 
palía, se da algo, que no es igual a lo que se tenía definitivamente perdido o no apreciable pecuniariamente, pero que ayuda 
a mitigar la aflicción y sirve de lenitivo (…)”. 
30 Daño o perjuicio material: aquel que fácilmente encuentra una valoración pecuniaria en el mercado, por lo tanto le 
corresponde una reparación de tipo pecuniario.   
Código Civil. “ARTICULO 1614. DAÑO EMERGENTE Y LUCRO CESANTE. Entiéndase por daño emergente el perjuicio o la 
pérdida que proviene de no haberse cumplido la obligación o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado 
su cumplimiento; y por lucro cesante, la ganancia o provecho que deja de reportarse a consecuencia de no haberse cumplido 
la obligación, o cumplido imperfectamente, o retardado su cumplimiento”. 
Daño o perjuicio inmaterial: aquel que no encuentra en el mercado un equivalente pecuniario, precisamente por cuanto no se 
trata de bienes que jurídicamente estén habilitados para circular en el tráfico mercantil. Su reparación no puede obedecer a 
los estándares propios de la indemnización, dado que, por lo ya dicho, jamás se logrará restituir a la víctima al statu quo ante 
del daño, es por ello que la reparación del mismo tiene por objeto compensarlo o contrarrestarlo.    
31 “ARTICULO 2343. PERSONAS OBLIGADAS A INDEMNIZAR. Es obligado a la indemnización el que hizo el daño y sus 
herederos. (…)” 
32 “ARTICULO  90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por 
la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de 
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Estado le corresponde responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
le sean imputables. En esa medida, el ordenamiento jurídico colombiano no prevé la 
función sancionadora -“punitive damage”- del derecho de daños, sino que el 
demandado está obligado a reparar única y exclusivamente el daño causado. Bajo 
esta lógica y, ante la hipótesis que el daño padecido por la víctima sea consecuencia 
de un cúmulo de factores, se hace procedente realizar la distinción de esos nexos 
causales para efectos de señalar, específicamente, cuál es la parte de ese daño 
antijurídico que solamente le es imputable a la conducta del sujeto demandado y, por 
consiguiente, a cuánto asciende el monto respectivo de la obligación de pago por 
concepto de indemnización33. 

De acuerdo entonces con la realidad procesal, en el caso concreto está demostrada una 

concurrencia de culpas, derivada de la conducta asumida, tanto por la misma víctima que 

contribuyó a la producción de su propio daño, como por el conductor del vehículo en el cual 

se transportaba la señora Cecilia Isabel García Lovera, por lo que podemos afirmar que se 

materializan parcialmente el hecho de un tercero y el hecho de la víctima. 

 

Evidentemente, para el Despacho es irrefutable el conocimiento previo que la víctima tuvo 

respecto de lo informal del vehículo de transporte público por el cual optó el 8 de noviembre 

de 2012 para desplazarse desde el municipio de San Juan del Cesar – Guajira, hasta la ciudad 

de Valledupar – Cesar, hecho que no evitó, y antes por el contrario, de manera voluntaria 

decidió afrontar, abordando el automotor que de antemano conocía no estaba habilitado por 

las autoridades competentes para el transporte de personas, por lo que al asumir el riesgo que 

implicaba transportarse en un vehículo de las características anotadas – del que se desconocía 

las condiciones mecánicas y la idoneidad de su conductor -, es inevitable inferir la participación 

de la víctima en la participación de su propio daño. 

 

Por su parte la contribución en la producción del daño respecto del  conductor del vehículo, 

señor Huber Antonio Naranjo Jara, a criterio de esta judicatura, se evidencia cuando de 

manera irresponsable, se somete a conducir un vehículo sin licencia de conducción para 

                                                             
uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá 
repetir contra éste”. 
33 PEIRANO, Jorge. Responsabilidad Extracontractual. Tercera edición. Bogotá: Temis, 1981, págs. 438 y ss. "Esta última 
consideración nos pone sobre la pista del verdadero planteo de la situación de concurrencia del hecho ilícito del ofensor y del 
hecho ilícito de la víctima.  Este problema debe ser radicado en la zona del nexo causal: si el hecho ilícito de la víctima es 
causa total o parcial del daño, éste último solo debe ser resarcido por el ofensor de acuerdo a la medida en que él lo causó, 
y  ‐ por el contrario  ‐  no debe ser resarcido en proporción al grado en que él es la consecuencia del hecho de la víctima. 
Puesto que el problema de la responsabilidad civil no es un problema de punición, si no una cuestión de indemnización, esto 
es, de reparación del daño, éste debe ser indemnizado en la proporción en que ha sido producido: la distribución del daño 
entre la víctima y el ofensor debe hacerse pues, de acuerdo al grado de causalidad de cada uno en el evento dañoso”. [Subraya 
la Sala]. 
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transportar personas, lo que en principio denotaría la falta de pericia en esta actividad, 

catalogada como peligrosa, sumado a la imprudencia que se le endilga al conducir a exceso de 

velocidad en una vía que se presume conocía en tanto se dedicaba al transporte de pasajeros; 

y que en últimas justificarían las razones por las cuales no fueron presentados los documentos 

del vehículo ni los del conductor, en cuanto se argumentó de que habían sido extraviados en 

el lugar de los hechos, tal como fue consignado en el Informe Policial de Accidente de Tránsito 

anexo. 

 

Así las cosas, para esta judicatura, los hechos fundamento del proceso, se producen por la 

omisión de la entidad pública en su deber de señalización, mantenimiento y adecuación de 

vías, pero además, por la falta de prudencia y pericia del conductor, sumado al actuar 

imprudente e irresponsable de la  misma víctima, los cuales constituyen los elementos fácticos 

que conforman la causa adecuada del accidente. 

 

5.6.3. PORCENTAJES DE RESPONSABILIDAD.  

 

En lo atinente a la proporcionalidad en la atribución de los porcentajes correspondientes a la 

con-causalidad del daño, la Sección Tercera precisó que “de lo que se trata en últimas es de 

arbitrar una solución que permita, ante la evidencia de la concausación, un reparto equilibrado 

entre los varios autores del daño, porque se trata de concurrencia de causas, una de las cuales, 

antijurídica, es la imprudencia de la víctima, en la producción del hecho dañador”34. 

 

Por consiguiente y como quiera que en el caso analizado, la causa única y eficiente del daño 

no fue la omisión del Instituto Nacional de Vías – INVIAS en la señalización, mantenimiento y 

adecuación de la vía en la cual ocurrió el accidente en que se produjeron las lesiones 

personales a la señora Cecilia Isabel García Lovera, sino que está involucrada,  la culpa de un 

tercero y el hecho mismo de la víctima, dicha hipótesis obliga entonces a que se determine 

por el juez de acuerdo con la conducta de cada uno de los participantes estimar el grado de 

                                                             
34 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 14 de septiembre de 2000. Rad. 
Nro. 12176. C. P: María Elena Giraldo Gómez. 
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incidencia en la producción del daño a fin de poder asignarle a cada uno, los porcentajes de 

manera proporcionada. 

 

Por tales razones, y al estar acreditada la confluencia de culpas, la responsabilidad de la 

entidad pública se declarará, pero se reducirá a un 50% la indemnización de perjuicios, dado 

el inapropiado comportamiento tanto del conductor del vehículo, como de la misma víctima, 

cuyos porcentaje de participación los gradúa el Despacho en un 35% y 15% respetivamente, 

montos que resultarán insoluto para la parte actora. 

 

Se aclara que la deducción del porcentaje de responsabilidad atribuido al conductor del 

vehículo, se hace necesaria, dado que el señor Huber Antonio Naranjo Jara, no fue 

demandado, y en ese sentido no podría ser condenado en cuanto se le estaría vulnerando su 

derecho de defensa, principio rector de la administración de justicia (art. 29 del C.P.); sin 

embargo ello no obsta, para que ante una valoración objetiva de las pruebas, se pueda 

desconocer su cierta y eficaz participación en el hecho dañoso, en cuanto se puso en evidencia 

que no portaba la licencia de conducción documento público que lo habilitaba para ejercer esa 

actividad, sumado a la imprudencia en que incurre debido al exceso de velocidad que se le 

endilga. 

5.7. INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS. 

 

 Daños inmateriales. 

 

En el caso bajo estudio, se solicitó la indemnización de perjuicios morales, en la vida de 

relación y daño emergente futuro35, para los siguientes demandantes: Cecilia Isabel García 

Lovera en calidad de víctima directa;  Andrea Javianis Aragón García y Julieth Patricia 

Fontalvo García en calidad de hijas de la víctima directa; Yhon Jairo García Lovera y Oscar 

Elías García Lovera en calidad de hermanos  de la víctima directa y Antonia Isabel Lovera de 

García en calidad de madre de la víctima directa; según se extrae de la demanda, del poder 

debidamente conferidos a su apoderado36, y de los documentos para acreditar la calidad en la 

que actúan37. 

                                                             
35 Folios 1-2, ítem de declaraciones y condenas de la demanda. 
36 Folios 24-27. 
37 Folios 28-32. 
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Ahora bien, en el caso analizado la parte demandante solicitó la práctica de prueba pericial 

encaminada a lograr la determinación de la pérdida de la capacidad laboral de la víctima 

directa señora Cecilia Isabel García Lovera a causa de las lesiones personales padecidas, 

mediante valoración por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Cesar y La 

Guajira. 

 

La prueba peticionada fue decretada en audiencia inicial celebrada el 19 de septiembre de 

201838 y posteriormente  requerida por secretaria el 29 de octubre de 2018 mediante oficio 

SJPAOCR-063239, no obstante escudriñado el expediente se advierte que el experticio 

solicitado no fue aportado, y se cerró el período probatorio sin que el apoderado de la parte 

actora manifestara su desacuerdo frente a la decisión asumida. 

 

Así las cosas y ante la inexistencia de la prueba idónea que determine la perdida de la 

capacidad laboral de la víctima directa, lo cual imposibilita la tasación de los perjuicios 

solicitados por la parte demandante en cuanto de acuerdo a los criterios jurisprudenciales 

fijados por la Sección Tercera del Consejo de Estado mediante sentencia de unificación  

emitida el 28 de agosto de 201440, es el porcentaje de la pérdida de capacidad laboral el 

parámetro acogido para la estimación de la reparación de los perjuicios inmateriales como los 

morales y daños a la salud (el cual comprende el daño en la vida de relación peticionado en la 

demanda), el despacho condenará en abstracto para que de conformidad con lo previsto en 

el artículo 193 del Código Contencioso Administrativo, dentro de los treinta días siguientes a 

la sentencia del juzgado o de la fecha de notificación del auto de obedecimiento al superior, 

la parte actora presente dentro del trámite incidental,  el  dictamen pericial para determinar 

la pérdida de la capacidad laboral, emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez 

con competencia en la zona. 

 

Para ello se tramitara incidente de acuerdo con lo consagrado en el artículo 283 del Código 

General del Proceso “Vencido el término señalado sin promoverse el incidente se extinguirá el 

derecho”. 

                                                             
38 Folios 201-206 
39 Folio 209 
40 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de unificación jurisprudencial del 28 
de agosto de 2014. Exp. 31172, M.P. Olga Melida Valle De La Hoz. 
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Los perjuicios morales, serán liquidados de acuerdo con los parámetros establecidos por la 

Sección Tercera del Consejo de Estado mediante sentencia de unificación  emitida el 28 de 

agosto de 201441, atendiendo el porcentaje de la pérdida de capacidad laboral dictaminada a 

la señora Cecilia Isabel García Lovera, por parte de la Junta de Calificación de Invalidez y el 

grado de parentesco de los demás demandantes respecto de ésta. 

 

Respecto de los daños a la salud, se aclara que en la demanda se solicitaron bajo la 

denominación de “Daño a la vida de relación”, peticionando la suma de 100 salarios mínimos 

legales mensuales vigentes para cada uno de los demandantes. 

 

En lo atinente, se debe precisar que la Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado 

profirió sentencia de unificación42, en donde recogió el concepto que traía la jurisprudencia 

del daño a la vida de relación y dejó vigente dos modalidades de perjuicios inmateriales 

distintas del perjuicio moral, que son el daño a la salud (concepto traído del derecho 

italiano)43, y la afectación grave a bienes constitucional y convencionalmente protegidos. 

 

Respecto del primero, se reiteraron los criterios contenidos en la sentencia de unificación 

proferida por la citada Sección el 14 de septiembre de 201144, en la que se le definió como la 

alteración a la integridad psicofísica de la persona. 

 

Además, en el fallo de unificación proferido en el 201445, se refirió que la indemnización estará 

sujeta a lo acreditado en el proceso, de forma exclusiva para la víctima directa en cuantía que 

no podría exceder de los 100 salarios mínimos de acuerdo con la gravedad de la lesión. 

 

                                                             
41 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de unificación jurisprudencial del 28 

de agosto de 2014. Exp. 31172, M.P. Olga Melida Valle De La Hoz. 
42 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, Sentencia de unificación 

del 28 de agosto de 2014, radicación nro. 25000-23-26-000-2000-00340-01, No. Interno 28832. 
43 La REPARACIÓN del DAÑO como MECANISMO de TUTELA de la PERSONA, del daño a la salud a los nuevos daños 
extrapatrimoniales, de Milagros Koteich Khatib, Universidad Externado de Colombia 125 años, primera edición, Bogotá, 
Colombia, febrero de 2012, páginas 30 y 31. 
44 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN, TERCERA, Sentencia de 
unificación del 14 de septiembre de 2011, radicación nro. 05001-23-25-000-1994-00020-01, nro. Interno 19031. 
45 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, Sentencia de unificación 
del 28 de agosto de 2014, radicación nro. 05001-23-31-000-1997-01172-01, nro. Interno 31170. 
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Por tales razones, los perjuicios peticionados por este concepto, solo serán reconocidos a la 

señora Cecilia  Isabel García Lovera, en proporción a la pérdida de la capacidad laboral, emitido 

por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, y atendiendo los parámetros 

jurisprudenciales. 

 

- DAÑO EMERGENTE FUTURO. 

 

En la demanda se solicitó se condene a prestarle a la señora Cecilia Isabel García Lovera la 

atención hospitalaria y médica – quirúrgica que requiera, así como los medicamentos que 

necesite para mantener o recuperar su salud; sin embargo dicha solicitud será negada en 

atención a que no existe en el proceso pruebas a través de las cuales se acredite que 

actualmente el estado de salud de la demandante requiera algunos de los servicios médicos 

peticionados, considerándose por tal motivo sin fundamento fáctico que lo respalde.  

 

5.8. COSTAS 

 

Sobre la condena en costas, cabe recordar que el artículo 188 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, establece que en todos los procesos, a 

excepción de los que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en 

costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código General del Proceso46. 

 

Por su parte en cuanto al tema de costas, el máximo órgano de cierre de la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa, ha sostenido:  

 
“De los textos transcritos deduce la Sala que salvo en los procesos en que se ventile un 
interés público, es siempre deber del Juez disponer acerca de la condena en costas, lo cual 
no significa que  deba condenarse en todos los casos a la parte vencida, pues es menester 
comprobar y verificar su efectiva causación dentro del respectivo proceso.47” 

 

Así las cosas y atendiendo que, en el presente asunto, no se acreditó la causación de costas, el 

Despacho se abstendrá de imponerlas.  

 

                                                             
46 Consejo de Estado Auto del 25 de junio de 2014. C.P. Enrique Gil Botero. 
47 Consejo de Estado Sentencia del 03 de abril de 2014. Rad. Exp. No. 05001-23-33-000-2012-00315-01. Actor: Sady Gabriel 

Loaiza Pérez. C. P.ELIZABETH GARCIA GONZALEZ 
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 

Riohacha, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 

la Constitución y la ley,  

FALLA 

 
PRIMERO: DECLÁRESE probada la excepción falta de legitimación en la cusa por pasiva 

propuesta por el Ministerio de Transporte, de conformidad con las consideraciones expuestas. 

 

SEGUNDO: DECLARESE probada parcialmente, la excepción del hecho de un tercero, 

propuesta por el Instituto Nacional de Vías – INVIAS y de manera oficiosa la de culpa exclusiva 

de la víctima. 

 

TERCERO: DECLARESE  administrativa y extracontractualmente responsable al INSTITUTO 

NACIONAL DE VIAS - INVIAS, por los perjuicios inmateriales ocasionados a los accionantes, 

como consecuencia de las lesiones sufridas por la señora CECILIA ISABEL GARCÍA LOVERA, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

CUARTO: Como  consecuencia  de la anterior declaración, condénese en abstracto al 

INSTITUTO NACIONAL DE VIAS - INVIAS  a pagar a los señores Cecilia Isabel García Lovera en 

calidad de víctima directa;  Andrea Javianis Aragón García y Julieth Patricia Fontalvo García 

en calidad de hijas de la víctima directa; Yhon Jairo García Lovera y Oscar Elías García Lovera 

en calidad de hermanos  de la víctima directa y Antonia Isabel Lovera de García en calidad de 

madre de la víctima directa, los perjuicios morales y de daño a la salud, de acuerdo a los 

parámetros establecido en el numeral 5.7 Indemnización de perjuicios de la parte 

considerativa de esta providencia. 

 

De las sumas que se determinen una vez se efectúen las operaciones aritméticas se descontará 

el cincuenta por (50%), conforme lo dicho en la parte motiva. 

 

QUINTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 
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SEXTO: Ordénese a la entidad territorial demandada, dar cumplimiento a ésta sentencia en los 

términos del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

 

SEPTIMO: Sin costas en la instancia. 

 

OCTAVO: NOTIFÍQUESE esta providencia conforme lo estipula el artículo 203 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo de manera electrónica en 

virtud de los dispuesto en el numeral 6.5. del artículo 6º del Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de 

junio de 2020, “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos 

judiciales y se dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”, 

considerando la reanudación de los términos de los procesos judiciales que se encontraran 

para dictar sentencia en primera, segunda, o única instancia. Sin embargo, se advierte a los 

extremos procesales que los términos siguen suspendidos para el ejercicio de los recursos o 

cualquier otra solicitud que se consideren pertinentes. 

 

NOVENO: Ejecutoriada esta providencia, expídanse las copias pertinentes para su 

cumplimiento a la parte demandante, y archívese el expediente, previa las anotaciones del 

caso en los libros correspondientes. 
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o
 
AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin01rch@no�ficacionesrj.gov.co es
de uso único y exclusivo de envío de no�ficaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y
automá�camente se eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si �ene alguna solicitud por
favor comuníquese a la siguiente línea telefónica: 7285387 o envíenos un correo electrónico a la
siguiente dirección: j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co
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15/7/2020 Correo: Juzgado 01 Administrativo - La Guajira - Riohacha - Outlook

https://outlook.office.com/mail/sentitems/id/AAQkAGFiMjUxOTJjLWJiZjMtNDM4NC1iNzI2LTYzMDcxY2IyMTY5MAAQAG6WPwntJlROpHJtrAmr… 1/1

Retransmitido: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE
2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168

Microsoft Outlook
<MicrosoftExchange329e71ec88ae4615bbc36ab6ce41109e@etbcsj.onmicrosoft.com>
Mar 30/06/2020 7:05 PM

Para:  juridica@clinicamedicos.com <juridica@clinicamedicos.com>

1 archivos adjuntos (38 KB)

RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168;

Se completó la entrega a estos destinatarios o grupos, pero el servidor de destino no
envió información de notificación de entrega:

juridica@clinicamedicos.com (juridica@clinicamedicos.com)

Asunto: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO
2013-00168
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15/7/2020 Correo: Juzgado 01 Administrativo - La Guajira - Riohacha - Outlook

https://outlook.office.com/mail/sentitems/id/AAQkAGFiMjUxOTJjLWJiZjMtNDM4NC1iNzI2LTYzMDcxY2IyMTY5MAAQAG6WPwntJlROpHJtrAmr… 1/1

Entregado: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE
2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168

postmaster@mintransporte.gov.co <postmaster@mintransporte.gov.co>
Mar 30/06/2020 7:06 PM

Para:  notificacionesjudiciales LastName <notificacionesjudiciales@mintransporte.gov.co>

1 archivos adjuntos (52 KB)

RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

notificacionesjudiciales LastName (notificacionesjudiciales@mintransporte.gov.co)

Asunto: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO
2013-00168
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15/7/2020 Correo: Juzgado 01 Administrativo - La Guajira - Riohacha - Outlook

https://outlook.office.com/mail/sentitems/id/AAQkAGFiMjUxOTJjLWJiZjMtNDM4NC1iNzI2LTYzMDcxY2IyMTY5MAAQAG6WPwntJlROpHJtrAmr… 1/1

Entregado: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE
2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168

postmaster@invias.gov.co <postmaster@invias.gov.co>
Mar 30/06/2020 7:06 PM

Para:  JUAN PABLO AGUILAR INVIAS (jpaguilar@invias.gov.co) <jpaguilar@invias.gov.co>

1 archivos adjuntos (54 KB)

RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

JUAN PABLO AGUILAR INVIAS (jpaguilar@invias.gov.co) (jpaguilar@invias.gov.co)

Asunto: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO
2013-00168
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15/7/2020 Correo: Juzgado 01 Administrativo - La Guajira - Riohacha - Outlook

https://outlook.office.com/mail/sentitems/id/AAQkAGFiMjUxOTJjLWJiZjMtNDM4NC1iNzI2LTYzMDcxY2IyMTY5MAAQAG6WPwntJlROpHJtrAmr… 1/1

Entregado: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE
2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168

postmaster@outlook.com <postmaster@outlook.com>
Mar 30/06/2020 7:06 PM

Para:  procuraduria91_riohacha@hotmail.com <procuraduria91_riohacha@hotmail.com>

1 archivos adjuntos (54 KB)

RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

procuraduria91_riohacha@hotmail.com (procuraduria91_riohacha@hotmail.com)

Asunto: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO
2013-00168
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15/7/2020 Correo: Juzgado 01 Administrativo - La Guajira - Riohacha - Outlook

https://outlook.office.com/mail/sentitems/id/AAQkAGFiMjUxOTJjLWJiZjMtNDM4NC1iNzI2LTYzMDcxY2IyMTY5MAAQAG6WPwntJlROpHJtrAmr… 1/1

Entregado: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE
2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168

postmaster@outlook.com <postmaster@outlook.com>
Mié 1/07/2020 10:17 AM

Para:  andryaragon@hotmail.com <andryaragon@hotmail.com>

1 archivos adjuntos (49 KB)

RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO 2013-00168;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

andryaragon@hotmail.com (andryaragon@hotmail.com)

Asunto: RV: ME PERMITO NOTIFICAR SENTENCIA DE FECHA 18 DE JUNIO DE 2020, DENTRO DEL RADICADO
2013-00168
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO DE RIOHACHA (LA 
GUAJIRA) 

Secretaría 
Palacio de Justicia, Calle 7 No. 15-58, piso 

4, teléfono 7285387 Correo: 
j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.

gov.co 
Riohacha- La Guajira 

 
 
 
 
 

SE DEJA CONSTANCIA SECRETARIAL: 
 

 

DE LA CREACION DEL PRESENTE EXPEDIENTE DIGITAL Y SE REHACE 

LA FOLIACIÓN DEL EXPEDIENTE HOY 17 DE JULIO DE 2020. 

 

 

LO ANTERIOR PARA LOS FINES DE SU CONOCIMIENTO.  
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3.1. Se pague a favor de la señora CECILIA ISABEL GARCIA LOVERA, la 

suma de UN MILLON TRESCIENTOS VEINTI NUEVE MIL 
CUATROCIENTOS NOVENTA Y NUEVE PESOS M/CTE 

($1.329.499), por concepto de lucro cesante consolidado; esta suma 
se calcula con fundamento en la siguiente fórmula:  

 

𝑆 = 𝑅𝑎 
(1 + 𝑖)𝑛  − 1 

𝑖
 

 
Donde:  
 

S:      Valor a determinar 
Ra:    Renta actualizada 

1:      Este número es una constante temporal  
n:      Es el número de meses a indemnizar 

i:      Es la constante 0,004867 
 
Para aplicar la fórmula inicialmente se requiere primero actualizar la 

renta, de tal forma que tenemos: 
 

Ra = Rh  
𝐈𝐏𝐂 𝐅

𝐈𝐏𝐂 𝐈
 

 
Donde: 

Ra:       Es la renta actualizada que busca 
Rh:       Es la renta histórica. Salario que devengaba la víctima al momento 

de los hechos = $1.050.000 
IPC F:   índice de precios al consumidor a noviembre 2012. 
IPC I:    índice de precios al consumidor a abril 2013. 

 
Salario: ($1.050.000) + 25% de prestaciones sociales ($262.500) = 

$1.312.500. 
 

Ra = $1.312.500 x  
𝐼𝑃𝐶 𝐹𝐼𝑁𝐴𝐿 78,99  (𝑎𝑏𝑟𝑖𝑙/13)

𝐼𝑃𝐶 𝐼𝑁𝐼𝐶𝐼𝐴𝐿 77,98  (𝑛𝑜𝑣𝑖𝑒𝑚𝑏𝑟𝑒/12)
   = 1,012952039 

 

Ra = $1.312.500 x  
 78,99  

77,98  
 

 

Ra = $1.312.500 x 1,012952039 = $1.329.499 
 
RENTA ACTUALIZADA: $1.329.499 

 
3.2. El lucro cesante consolidado está formulado desde el momento de 

la ocurrencia de los hechos hasta la fecha en que se liquida la 
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presente acción, el cual se calcula con el 31.80% de la recta 

actualizada, esto es: 
 

Del 12/noviembre/2012 al 12/abril/2013: hoy 3.4 meses 
 

El 31.80% de $1.329.499 es: $422.780 

 

𝑆 = $422.780  
(1 + 0,004867)3.4  − 1 

0,004867
 

 

𝑆 = $422.780  
(1,004867)3.4  − 1 

0,004867
 

 

S= $422.780 x 3.4199024861 
 

S= $1.445.866 M/CTE. 
 

 LUCRO CESANTE FUTURO: 

 
3.3. Se pague a favor de la señora CECILIA ISABEL GARCIA 

LOVERA la suma de OCHENTA UN MILLON QUINIENTOS 
SESENTA Y SEIS MIL DOSCIENTOS CINCUENTA Y TRES 

PESOS M/CTE ($81.566.253), por concepto de lucro cesante 
futuro. Esta suma se calculó con fundamento en la siguiente 
formula: 

 

𝑺𝑭 = 𝑹𝒂
(1 + 𝑖)𝑛  − 1 

𝑖(1 + 𝑖)𝑛
 

 

Donde: 
 
S:       Es la suma a obtener 

Ra:     Es la rente actualizada 
n:       Es el número de meses a indemnizar 

i:        Es la constante 0,004867 
 

3.4. Como la perjudicada nació el 31 de agosto de 1976, para el 08 de 
noviembre de 2012 ya había cumplido 36 años de edad, de lo que se 
deduce que le quedaban 48 años que convertido a meses da 518.4 

meses de vida probable, de tal forma que al descontarle el tiempo que 
fue liquidado por lucro cesante consolidado, se tiene que se debe 

descontar 3.4 meses, lo que indica que son 576 meses los que se 
deben calcular por concepto de lucro cesante futuro.  
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Para aplicar la fórmula, inicialmente se requiere actualizar la renta, de tal 

forma que tenemos: 
 

Ra = $1.312.500 x  
𝐼𝑃𝐶 𝐹𝐼𝑁𝐴𝐿 78,99  (𝑎𝑏𝑟𝑖𝑙/13)

𝐼𝑃𝐶 𝐼𝑁𝐼𝐶𝐼𝐴𝐿 77,98  (𝑛𝑜𝑣𝑖𝑒𝑚𝑏𝑟𝑒/12)
   = 1,012952039 

 

Ra = $1.312.500 x  
 78,99  

77,98  
 

 

Ra = $1.312.500 x 1,012952039 = $1.329.499 
 
RENTA ACTUALIZADA: $1.329.499 

 
Renta Actualizada: $1.329.499; 31.80% de $1.329.499 es: $422.780 

 
 

𝑺 = $422.780  
      (1 + 0.004867)576  − 1 

0.004867(1 + 0.004867)576
 

 

𝑺 = $422.780  
      (1.004867)576  − 1 

0.004867(1.004867)576
 

 
S = $422.780 x 192.928363117  

 
S = $81.566.253 
 

TOTAL, Lucro cesante en su doble aspecto para la actora CECILIA 
ISABEL GARCIA LOVERA la suma de CIENTO CINCO MILLONES 

SEISCIENTOS OCHENTA Y DOS MIL QUINIENTOS NOVENTA Y TRES 
PESOS M/CTE ($105.682.593). 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO DE RIOHACHA (LA 
GUAJIRA) 

Secretaría 
Palacio de Justicia, Calle 7 No. 15-58, piso 

4, teléfono 7285387 Correo: 
j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.

gov.co 
Riohacha- La Guajira 

 
 
 
 

SECRETARIA: Hoy, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
REFERENCIA: PROCESO ADMINISTRATIVO 
RADICADO: 44-001-33-40-001-2013-00168-00 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  
DEMANDANTE: CECILIA ISABEL GARCIA LOVERA Y OTROS 
DEMANDADO: NACION- MINISTERIO DE TRANSPORTE - INVIAS 
 
 
Pasa al despacho de la señora Juez el presente Medio de Control, para proveer: 
informando que el día 21 de septiembre se recibe vía correo electrónico, escrito de 
incidente de liquidación de condena dentro del expediente de referencia, dejando 
constancia que la sentencia cobro ejecutoria, sin que se allegara escrito de recurso 
por las partes. 

 
Lo anterior para los fines de su conocimiento. 

Atentamente, 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO DE RIOHACHA (LA GUAJIRA) 

Secretaría 

Palacio de Justicia, Calle 7 No. 15-58, piso 4, 
teléfono 7285387 Correo: 

j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Riohacha- La Guajira 

 

 
Riohacha, 23 de octubre de 2020 
 
 
Doctora 
CEILIS YELEG RIVERIA RODRIGUEZ 
Juez 001 Administrativo Misto del Circuito de Riohacha 
Ciudad 
 
 
REFERENCIA: informe de hallazgo de recurso de apelación en bandeja de correo no 
deseado de notificaciones judiciales (correo jadmin01rch@notificacionesrj.gov.co) 
REFERENCIA: PROCESO ADMINISTRATIVO RADICADO: 44-001-33-40-001-2013-00168-00 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA DEMANDANTE: CECILIA ISABEL GARCIA 
LOVERA Y OTROS DEMANDADO: NACION- MINISTERIO DE TRANSPORTE - INVIAS 

 
 
En la fecha me permito rendir informe sobre el hallazgo de un recurso de apelación dentro 
del expediente de referencia, para lo cual realizare una cronología de mis actuaciones 
surtidas dentro del proceso, toda vez que en la actualidad este se encuentra al Despacho 
para resolver sobre la presentación de un incidente de liquidación de condena allegado por 
la apoderada judicial doctora LINA ROCIO VILLAZÓN VILLALBA, identificada con la cedula 
de ciudadanía N° 42.450.579 de Pueblo Bello- Cesar, tarjeta profesional N° 189.801 del 
C.S.J., en fecha 21 de septiembre de 2020. 
 
Sea lo primero señalar que la sentencia se profirió el 18 de junio de 2020, notificada el 08 
de julio del ogaño. El día 30 del presente mes y año, previamente la apoderada judicial vía 
telefónica consulta sobre la ejecutoria de la sentencia y al verificar la relación de 
correspondencia hasta la fecha 20 de septiembre se informa que no se había recibido 
recurso de apelación sobre la Sentencia, motivo que origino que el día 21 de septiembre 
de 2020, allega escrito solicitando la apertura de incidente de liquidación de condena en 
abstracto sobre la sentencia de fecha 18 de junio de 2020. Escrito que paso al despacho 
en fecha 25 de septiembre de este año. 
 
Estando el expediente al Despacho , el día 08 de octubre de 2020, la compañera Genni 
Díaz, me pregunta extrañada, si reamente no habían llegado recurso al expediente, a lo 
que le hago un resumen de todas las diligencias adelantadas por mí, y ella indaga al 
apoderado de la entidad INVIAS, quien le expresa que si apelo y la fecha en la que envió 
el correo, documento que según este apoderado fue enviado al correo 
jadmin01rch@notificacionesrj.gov.co, que corresponde al de notificaciones judiciales. Con 
esta información ese día, le pregunto al citador que me podía decir u informar sobre el 
tema, pero como se encontraba de permiso no me dio respuesta, solo me dijo que iba a 
realizar la búsqueda, en el correo, pasados dos días hábiles requiero al citador por escrito 
sobre la correspondencia que se hubiese allegado al correo desde la fecha 16 de marzo 
de 2020 y aun al día de hoy no me ha dado respuesta. 
 
Intranquila con la información de un posible recurso, habiendo ya expedido constancia de 
ejecutoria, pues eso es lo que hasta el día 22 de octubre me constaba a mi como secretaria 
y constaba dentro del proceso; con apoyo del ingeniero de sistemas de la Jurisdicción 
Administrativa, en la sede Judicial y desde el computador designado al Citador, luego de 
realizar una búsqueda más exhaustiva pues al colocar el radicado no arrojaba información, 
ubicamos el recurso en la bandeja de correo no deseado.  
 
Resalto sobre este tema las siguientes circunstancias, el presente correo es exclusivo para 
notificaciones, y la administración del mismo está a cargo del doctor Jesús Jose Palacio 
Rodríguez, a quien previo a estos hechos requerí varias veces me suministrara la clave del 
correo pues yo no tenía como acceder a él  y también he requerido de forma verbal, a 
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO DE RIOHACHA (LA GUAJIRA) 

Secretaría 

Palacio de Justicia, Calle 7 No. 15-58, piso 4, 
teléfono 7285387 Correo: 

j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Riohacha- La Guajira 

 

través de WhatsApp y por escrito para que reenvié la correspondencia que allí reciba 
(resalto de lo anterior que el citador el día 09 de septiembre de 2020, me suministro la clave 
del correo). Así mismo señalo que ese correo no es el medio autorizado para que los 
usuarios nos remitan correspondencia, pues está publicado que el único correo 
institucional para recibir comunicaciones es el 
j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
Basada en estas circunstancias rindo informe de las actuaciones adelantadas por mí, para 
su conocimiento dado que usted es la directora del despacho.  
 
Así mismo resalto que previamente existió una confusión al momento de digitalizar el 
expediente y por ello se tenía dudas sobre si secretaría había expedido constancias de 
ejecutoria, vigencia de poder y copias certificadas respecto a este proceso y la sentencia 
de fecha 18 de junio de 2020, pero luego de realizar una búsqueda minuciosa y evidenciar 
que por errores se había adjuntado evidencias de otro expediente diferente, se procedió a 
reorganizar el proceso, foliarlo y nuevamente pasarlo al despacho para proveer.  
 
Adjunto al presente evidencias de trámites realizados. 
 
Atentamente, 
 

 
 

429

mailto:j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j01admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co


495 
 

 
 

 
 

430



496 
 

 

431



 
Instituto Nacional de Vías 

República de Colombia 

 

 

 

Señora 

JUEZ PRIMERO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE RIOHACHA 
Dra. CEILIS YELEG RIVEIRA RODRIGUEZ 
E. S.   D. 

 
Medio de control: REPARACIÒN DIRECTA 
Demandante: CECILIA GARCIA LOVERA Y OTROS 
Demandado: INSTITUTO NACIONAL DE VIAS 
Radicado: 44-001-33-33-001-2013-00168-00 

 
 

 
JUAN PABLO AGUILAR MEZA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
84.095.471 expedida en Riohacha, portador de la tarjeta profesional No. 186.839 del 
C.S.J, actuando en nombre y representación del Instituto Nacional de Vías, ente 
público demandado dentro del proceso de la referencia por medio del presente 
escrito, y estando dentro del término legal me permito presentar recurso de 
reposición y en subsidio apelación contra la sentencia proferida por usted el día 18 
de junio de 2020 y notificada el día 1 de julio de 2020, en los siguientes términos: 

 
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO 
 
Respetuosamente manifiesto mi desacuerdo con la Decisión proferida por su 
Despacho, teniendo en cuenta que aún habiéndose demostrado a lo largo del 
proceso, que la persona que conducía el vehículo donde se transportaba la señora 
Cecilia García Lovera tenía pleno conocimiento de las condiciones de la vía, debido 
a que frecuentemente transitaba por ella en razón de la actividad comercial que 
desarrollaba, que aunque era de carácter informal cotidianamente se movilizaba 
sobre dicha carretera, se le otorgó un porcentaje de responsabilidad que a mi 
parecer debió haber sido total o mucho más alto. 

 
Consecuentemente con lo anterior, se observa en el informe de accidentes de 
tránsito de la policía de carreteras de fecha 03 de noviembre de 2012, que dentro de 
las causas probables del accidente se encuentra la de exceso de velocidad, que 
guarda relación con la ocurrencia del accidente, debido a que un conductor 
responsable que conduzca a la velocidad máxima permitida tiene posibilidades de 
disminuir la velocidad y esquivar el hueco que manifiesta se encontraba sobre la 
carretera. 

 
Igualmente indica el informe de accidentes de tránsito en mención, que el tramo de 
la vía donde ocurrió el siniestro se caracterizaba por estar en línea recta, con 
bermas, con doble carril y seca, de lo cual se puede inferir, que de haber tenido las 
precauciones debidas como es bajar la velocidad, hubiese tenido posibilidad de 
maniobrar el vehículo en que se movilizaba la señora García Lovera, teniendo en 
cuenta que las condiciones de la vía se lo permitían; esto demuestra que nos 
encontramos ante la figura de hecho o culpa un tercero, sustentado en que si bien 
es cierto, según indica el informe de policía de carreteras que existían huecos en la 
vía, es menester advertir que el señor HUBER ANTONIO NARANJO JARA 
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(conductor del vehículo) acostumbraba a transitar por esa carretera y que por tal 
motivo debía tener conocimiento del hueco, circunstancia que le permitió sentir 
confianza para intentar sortear la situación sin necesidad de disminuir la velocidad. 

 
Ahora bien, no haber tomado la demandante una empresa de transporte legalmente 
constituida para trasladarse hacia la ciudad de Valledupar fue un acto irresponsable 
por parte de la demandante, debido a que estas personas que se dedican al 
transporte informal de pasajeros no cuentan con los mismos protocolos de seguridad 
frente a sus usuarios, tampoco respetan las normas de seguridad vial en carreteras. 

 
Si bien es cierto, el Estado debe propender por el bienestar de los ciudadanos, en 
este caso en lo que respecta a garantizar vías en buen estado que permitan un viaje 
tranquilo, no es menos cierto que las personas deben viajar a través de empresas 
legalmente constituidas que se dedican al transporte de pasajeros por vía terrestre, 
lo que sin lugar a dudas minimiza los riesgos encontrados en las carreteras, 
teniendo en cuenta que los conductores de empresas formales son sometidos a 
diferentes pruebas y controles (alcoholimetría y nivel de cansancio según las horas 
seguidas al volante) que garanticen un viaje seguro a sus usuarios. Esta situación 
debió ser ponderada de forma diferente por la a-quo ya que traslada en gran parte la 
responsabilidad a la demandante. 

 

En virtud de lo anterior, al haber quedado demostrado que la responsabilidad de la 
ocurrencia del accidente radica en un tercero (conductor del vehículo) por su falta de 
cuidado e impericia al conducir un automotor, que configuran el eximente de 
responsabilidad de hecho o culpa exclusiva de un tercero, solicito que se revoque el 
fallo de primera instancia y en su lugar se declare exonerado de responsabilidad al 
INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS o en su defecto se realice una ponderación de los 
porcentajes de responsabilidad de las partes donde la afectación o condena 
impuesta a INVIAS sea acorde a la responsabilidad real de las partes, es decir, en 
menor porcentaje para mi representada. 

 

CONSIDERACIONES DE ORDEN JURIDICO 
 

El articulo 90 de la Constitución Política establece que: “El estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables causados por la 
acción u omisión de las autoridades publicas.” 

 

Vale la pena resaltar la sentencia de la sección tercera de octubre 22 de 1997, 
expediente 11300, Magistrado Ponente Doctor Carlos Betancur Jaramillo, acerca de 
la obligación de indemnizar a los asociados por parte del Estado, en su aparte 
pertinente afirma: “ La jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido reiterativa en 
cuanto a que el anteriormente citado articulo 90 de la Constitución Política no 
consagro una responsabilidad absolutamente objetiva del Estado y que por el 
contrario, aún con base en dicha disposición la falla del servicio sigue siendo el 
régimen general de responsabilidad estatal, al lado del cual se reconoce la 
existencia de regimenes objetivos, permite indicar que bajo el fundamento del 
rompimiento de igualdad ante las cargas publicas, no pueden indemnizarse todos los 
daños que sufran los particulares, sin que exista un titulo de imputación que permita 
atribuírselos a determinada autoridad Estatal”. Otros pronunciamientos referidos son 
la sentencia del 25 de febrero de 1993, exped. 7742 actor Rodrigo Rivera Coronel. 
M.P. Carlos Betancur Jaramillo, sentencia del 17 de febrero de 1994 exp. 8377. M.P. 
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Carlos BETANCUR Jaramillo, sentencia de 03 de noviembre de 1994, exp. 7310 
demandante Juan de Dios Montes. 

 

Entre el daño antijurídico y la desadministración por acción u omisión de la autoridad 
debe existir una relación de causalidad plena y directa sin que en ello haya 
intervenido un tercero o exista culpa de la victima. 

 

En términos de responsabilidad administrativa, contractual o extracontractual, 
encontramos dentro del desarrollo doctrinal y jurisprudencial, partiendo de la 
responsabilidad por culpa de la administración hasta la responsabilidad objetiva, o 
sea partiendo de la culpa o dolo, pasando por la simple presunción de la falla por 
acción u omisión de la administración, hasta la responsabilidad por un resultado 
antijurídico, aún dentro de la actuación lícita, requieren de un nexo causal entre la 
omisión o acción del ente público y el hecho dañoso. En otras palabras la falta o falla 
en el servicio debe ser imputable al ente administrativo demandado. 

 

Si bien es cierto que el Estado debe responder por los perjuicios económicos de los 
particulares cuando estos no están obligados a sufrirlos, no con ello quiere decirse 
que cualquier entidad del estado, sin tener en cuenta su función, deba responder por 
ellos. 

 

La jurisprudencia ha dicho que cuando el daño se produce en presencia de 
actividades peligrosas ejecutadas tanto por la victima como por el victimario, no 
opera la presunción de responsabilidad ante lo lógico que resultaría cargar la 
presunción contra cualquiera de las partes. En conclusión la presunción de la falla 
del servicio sólo opera íntegramente cuando la victima del daño no está 
desplegando ni a cargo de actividades peligrosas. Es decir, cuando pasivamente 
puede sufrir los riesgos de la actividad de esa naturaleza, actividad que debe estar a 
cargo de otro enteramente. De lo contrario, el régimen aplicable al caso viene a ser 
el tradicional de la falla probada y, por lo tanto, le corresponde al actor la carga de 
demostrar fehacientemente la falla, el daño y el nexo causal (Sentencia C.E. sección 
tercera sep. 17 de 1998 exp. 11443 M.P. German Rodríguez Villamizar). 

 

En este orden de ideas debemos también tener en cuenta la sentencia de junio 05 
de 1976 del Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo sección que 
dijo: “Responsabilidad de los entes públicos en accidentes de vehículos 
automotores. 

 

Así mismo se ha sostenido que las personas de derecho público se exoneran de 
responsabilidad cuando el hecho no les es atribuido a ellas; es decir cuando su 
autoría está radicada bien sea en un tercero o bien sea en la presunta victima. 

 

Igualmente ha sostenido la sección tercera del Consejo de Estado en varias 
oportunidades entre las cuales basta citar el caso de la sentencia de fecha 24 de 
octubre de 1975, que si por un lado para deducir la responsabilidad de los entes 
públicos no debe acudirse a las nociones de derecho privado para averiguar si la 
autoría corresponde a un tercero o a la victima, por otro, si tiene que acudirse a tales 
nociones ya que los particulares solo responden de los hechos que cometan con 
culpa o dolo.. 

 

Es preciso insistir, en que el conductor que manejaba el vehículo, es una persona 
que por lo que se dice en el libelo de la demanda, ampliamente conocedora del 
sector, que transita permanentemente por él, luego debía conocer perfectamente las 
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condiciones de la vía y por lo mismo, desplegar una conducta de cuidado, 
precaución, máxime cuando estaba llevando a cabo una actividad peligrosa. 
Analizando las circunstancias como se dieron los hechos, necesariamente, si 
conocía la vía, tuvo que haberse confiado y venir en un exceso de velocidad que por 
falta de pericia no le permitió reaccionar de otra manera, dando como resultado el 
accidente con las consabidas consecuencias. Muy probablemente el exceso de 
velocidad en la conducción de vehículos es uno de los factores que mayor influencia 
tiene en la producción de accidentes y la responsabilidad de este fenómeno recae 
exclusivamente para el caso que nos ocupa al conductor del vehiculo, no solo por la 
violación de las normas de tránsito, sino por la falta de previsión en el resultado 
posible, que lo llevaron a ejecutar acciones temerarias al conducir en exceso de 
velocidad. 

 

Si el legislador establece una velocidad máxima, es por que cuenta con los 
parámetros técnicos para fijarlos pero ello no autoriza a quien conduce un vehiculo 
para mantenerse siempre en ella, pues las condiciones de la vía, el tiempo, el estado 
del vehiculo e incluso la situación anímica del conductor, hacen aconsejable regular 
la velocidad de acuerdo con las circunstancias, situación que al parecer no tuvo en 
cuenta por parte del conductor del vehiculo en donde perdieron la vida tres soldados. 

 

Los anteriores son aspectos fundamentales para acotar, que la responsabilidad de 
los conductores en el ejercicio de la conducción de vehículos automotores debe 
estar por encima de cualquier señal de tránsito ubicada en la vía, los mismos deben 
ser cuidadosos, diligentes, esmerados y ante todo prudente cuando de conducir se 
trata. Pueden existir las mejores condiciones en la vía y todas las señales de transito 
que se requieran, pero si el conductor no tiene la suficiente diligencia, pericia y 
cuidado en el ejercicio de conducir, siempre se verá abocado a cometer culpa por 
descuido, abuso o negligencia. 

Para que hubiera ocurrido el accidente a que se hace referencia, han debido 
interferir causas diferentes al estado y señalización de la vía, tales como 
imprudencia e impericia del conductor o fallas mecánicas del vehiculo, de tal manera 
que no se le podría endilgar responsabilidad a mi representa. 

De igual forma me permito traer a colación lo manifestado por la SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA, SUBSECCION B 
Consejero ponente (E): DANILO ROJAS BETANCOURTH, Bogotá D. C., tres (03) 
de mayo de dos mil trece (2013). Radicación número: 15001-23-31-000-1995-15449- 
01(25699) quien señaló que, 

“así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad 
extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de 
imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que 
éste puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del 
proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del 
marco de su argumentación6. Es decir, no todos los casos en los que se discuta la 
responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde 
semejanzas deberán resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada 
caso concreto- válidamente considerar que existen razones, tanto jurídicas como fácticas, 
que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente. 

En el sub lite, en el que se analiza la responsabilidad del Estado por un daño derivado del 
ejercicio de la actividad peligrosa de conducción de automotores, conviene advertir que a 
efectos de establecer el criterio de imputación aplicable, la Sala ha diferenciado la situación 
de las víctimas que ejercen la actividad, de aquéllas que son ajenas a la misma, para 
concluir que frente a las primeras, para efectos de determinar la imputación del daño al 
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Estado, deberá tenerse en cuenta que quien se vincula a ese tipo de actividades participa en 
la creación del riesgo que la misma entraña y, por lo tanto, tiene la obligación de extremar 

las medidas de seguridad, para evitar la causación de daños a otros y a sí mismos”. 

 

En virtud de los argumentos esbozados y de lo preceptuado por el Honorable 
Consejo de Estado, queda demostrado que la causa del accidente donde resultó 
afectada la señora Cecilia García Lovera devino de la exclusiva culpa o hecho de un 
tercero (conductor del vehículo) por ser él quien conducía el vehículo sin extremar 
las medidas de seguridad a que estaba obligado para no causarse daños a su 
integridad ni a la de los demás ocupantes del vehículo sobrepasando los límites de 
velocidad, sin la pericia y cuidado necesarios al conducir, desvirtuándose toda 
posibilidad de declarar la responsabilidad patrimonial a cargo del INSTITUTO 
NACIONAL DE VIAS por este hecho dañoso, por lo que solicito se revoque el fallo 
de primera instancia y en su lugar se declare exonerado de responsabilidad al 
INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS o en su defecto se realice una ponderación de los 
porcentajes de responsabilidad de las partes donde la afectación o condena 
impuesta a INVIAS sea acorde a la responsabilidad real de las partes, es decir, en 
menor porcentaje para mi representada. 

 
 
Atentamente, 

 

 

JUAN PABLO AGUILAR MEZA 
CC No. 84.095.471 de Riohacha 
T.P. No. 186.839 del CSJ 
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De: Jesus Jose Palacio Rodriguez 

Enviado: martes, 1 de diciembre de 2020 9:54 a. m. 
Para: Emeury Acuña Parody; Juzgado 01 Administrativo − La Guajira − Riohacha 
Asunto: RESPUESTA A REQUERIMIENTO, RELACIÓN DE MEMORIALES RECIBIDOS 

 
 

 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama 
Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo 
de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del 
mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener 
consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las 
que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la 
información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una 
autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario 
hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital. 
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Riohacha, La Guajira 
 

Doctora: 
EMEURYS KARINA ACUÑA 
Secretaria del Juzgado Primero Administrativo de Riohacha 

Cordial Saludo, 

Mediante el presente doy respuesta a su requerimiento consistente en relacionar todos 
los memoriales allegados al correo de Notificaciones judiciales: 
jadmin01rch@notificaciones.gov.co del Juzgado Primero Administrativo Mixto Del circuito 
de Riohacha, a su vez y en cuanto a lo acaecido en relación al memorial (Recurso de 
Apelación), presentado por el Doctor Juan Pablo Aguilar, apoderado Judicial del Instituto 
Nacional de Vías “INVIAS”, el día 9 de julio de la presente anualidad dentro del proceso con 
radicado 2013-00168, cuyo accionante es la señora CECILIA ISABEL GARCÌA LOVERA y 
OTROS contra el MINISTERIO DE TRANSPORTE - INSTITUTO NACIONAL DE VÌAS debo 
manifestarle que esté nunca fue visible en la bandeja de entrada del correo en mención, 
toda vez que fue calificado como Spam o Correo no deseado por el mismo servidor, hecho 
que llevo al error involuntario por parte de la secretaría del despacho, de quien es usted 
titular, de proceder a solicitud de la parte accionante a la entrega de copias con constancia 
de ejecutoria de la sentencia, cuando a la misma se le había presentado recurso de 
apelación. 

 
Es de resaltar que no es usual que a este correo llegue correspondencia de procesos, pues 
el mismo está destinado para notificaciones, sin embargo la búsqueda se dificultó aún más, 
por el hecho de que el servidor ocultó la correspondencia enviada o reciba en la bandeja de 
correos no deseados. 

 
 
 
 

FECHA DE RECIBIDO RADICADO REMITENTE TIPO DE SOLICITUD 

viernes, 12 de junio 
de 2020 

 
2017-00291 

 
Cesar Vásquez 

 
Renuncia de poder 

viernes, 12 de junio 
de 2020 

 
2017-00147 

 
Cesar Vásquez 

 
renuncia de poder 

 
sábado, 13 de junio 
de 2020 

 
 

 
2018-00232 

 
 

 
Cesar Vásquez 

 
 

 
renuncia de poder 

sábado, 13 de junio 
de 2020 

 
2017-00228 

 
Cesar Vásquez 

 
renuncia de poder 

sábado, 13 de junio 
de 2020 

 
2017-00248 

 
Cesar Vásquez 

 
renuncia de poder 
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sábado, 13 de junio 
de 2020 

 
2018-00302 

 
Cesar Vásquez 

 
renuncia de poder 

lunes, 15 de junio de 
2020 

 
2017-00203 

 
Cesar Vásquez 

 
renuncia de poder 

martes, 23 de junio 
de 2020 

 
2017-00037 

 
Delio Tonsel Gutiérrez 

 
Apelación de sentencia 

jueves, 02 de julio de 
2020 

 
2017-00096 

Eudilvides Ortiz 
Cabrales 

 
Apelación de sentencia 

martes, 07 de julio de 
2020 

 
2015-00465 

 
Edil Mauricio Beltrán 

 
Solicitud de copias 

miércoles, 08 de julio 
de 2020 

 
2015-00432 

 
Daniel Jiménez Castro 

 
Apelación de sentencia 

miércoles, 08 de julio 
de 2020 

 
2012-00057 

 
Javier Troncoso Luna 

 
Apelación de sentencia 

jueves, 09 de julio de 
2020 

 
2013-00384 

 
kewin Green Aroca 

 
Apelación de sentencia 

jueves, 09 de julio de 
2020 

 
2013-00168 

Juan Pablo Aguilar 
Mesa 

 
Apelación de sentencia 

viernes, 10 de julio 
de 2020 

 
2019-00373 

Edgardo Cabarcas 
Movilla 

 
Datos de contacto 

viernes, 10 de julio 
de 2020 

 
2019-00331 

 
Juliana Torres Pérez 

 
Solicitud de notificaciones 

lunes, 13 de julio de 
2020 

 
2012-0022 

 
Rafael López Garay 

 
Apelación de sentencia 

martes, 14 de julio de 
2020 

 
2012-00136 

 
Gregorio Torregrosa 

 
Apelación de sentencia 

martes, 14 de julio de 
2020 

 
2013-00100 

 
José España 

 
Apelación de sentencia 

martes, 14 de julio de 
2020 

 
2013-00147 

 
Eduardo Redondo 

 
Apelación de sentencia 

martes, 14 de julio de 
2020 

 
2013-00181 

 
Jalter Alarcón Fonseca 

 
Apelación de sentencia 

miércoles, 15 de julio 
de 2020 

 
2012-00182 

 
Ugalbis Rodríguez 

 
Apelación de sentencia 

viernes, 17 de julio 
de 2020 

 
2017-00218 

Dora Morales 
González 

 
Impulso Procesal 

viernes, 17 de julio 
de 2020 

 
2013-00181 

 
Jalter Alarcón Fonseca 

Adición a recurso de 
apelación 

martes, 21 de julio de 
2020 

 
2019-00055 

Dora Morales 
González 

 
Impulso Procesal 

viernes, 24 de julio 
de 2020 

 
2017-00323 

 
Enrique Cabarcas 

 
Apelación de sentencia 

lunes, 27 de julio de 
2020 

 
2013-00261 

 
Ramón Lozada 

Solicitud de Información 
ejecutoria 
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lunes, 27 de julio de 
2020 

2019- 
00051/ 
2018-00389 
/ 2018- 
00388/ 
2017- 
00387/ 
2017-00386 

 
 
 
 
 
 

Alejandra Aguilar 
Deluque 

 
 
 
 
 
 
 
Solicitud de certificación 

miércoles, 29 de julio 
de 2020 

 
2018-00171 

Liliana De la cruz 
Herrera 

 
Sustitución de poder 

miércoles, 29 de julio 
de 2020 

 
2017-00146 

Liliana De la cruz 
Herrera 

 
Sustitución de poder 

jueves, 30 de julio de 
2020 

 
2014-00098 

 
Iván Castro 

 
Solicitud de información 

jueves, 30 de julio de 
2020 

 
2013-00261 

 
Ramón Lozada 

Solicitud de información 
ejecutoria 

lunes, 03 de agosto 
de 2020 

 
2006-00740 

 
Ugalbis Rodríguez 

 
Solicitud de copias 

miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

 
2019-00342 

 
Yenis Coronado Gil 

Contestación de 
demandas 

miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

 
2018-00197 

Liliana De la cruz 
Herrera 

 
Sustitución de poder 

miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

 
2018-00276 

 
Carlos Plata Mendoza 

 
Impulso Procesal 

miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

 
2019-00242 

 
Carlos Plata Mendoza 

Contestación de 
demandas 

miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

 
2018-00267 

 
Carlos Plata Mendoza 

Solicitud de Impulso 
Procesal 

miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

 
2017-00337 

 
Carlos Plata Mendoza 

 
Impulso Procesal 

miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

 
2018-00395 

 
Carlos Plata Mendoza 

Contestación de 
demandas 

 
 
 
miércoles, 05 de 
agosto de 2020 

2018- 
00247/ 
2018- 
00244/ 
2018-00303 

 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 
 
 
Allegan poder 

jueves, 06 de agosto 
de 2020 

 
2019-00343 

 
Carlos Torés Lobo 

Contestación de 
demandas 

lunes, 10 de agosto 
de 2020 

 
2018-00266 

 
Carlos Torres Lobo 

Contestación de 
demandas 

 
 
miércoles, 12 de 
agosto de 2020 

 
 
 
2019-00323 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 

Contestación de 
demandas 

miércoles, 12 de 
agosto de 2020 

 
2019-00125 

Administración 
Temporal de la 

Contestación de 
demandas 
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  Educación de La 
Guajira 

 

 
 
miércoles, 19 de 
agosto de 2020 

 
 
 
2017-00098 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 
 
Allegan poder 

 
 

jueves, 20 de agosto 
de 2020 

 
 
 
2018-00209 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 
 
Allegan poder 

 
 

jueves, 20 de agosto 
de 2020 

 
 
 
2018-00182 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 
 
Allegan poder 

 
 
miércoles, 26 de 
agosto de 2020 

 
 
 
2019-00352 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 

Contestación de 
demandas 

 
 
miércoles, 26 de 
agosto de 2020 

 
 
 
2019-00255 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 

Contestación de 
demandas 

 
 
miércoles, 26 de 
agosto de 2020 

 
 
 
2019-00249 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 

Contestación de 
demandas 

lunes, 31 de agosto 
de 2020 

 
2020-00070 

 
Aurora Campo Saumet 

 
subsanación de demanda 

martes, 01 de 
septiembre de 2020 

 
2017-00388 

Alejandra Aguilar 
Deluque 

 
Apelación de sentencia 

 
 
miércoles, 02 de 
septiembre de 2020 

 
 
 
2019-00218 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 

Contestación de 
demandas 

 
 
miércoles, 02 de 
septiembre de 2020 

 
 
 
2018-00395 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 

Contestación de 
demandas 

jueves, 03 de 
septiembre de 2020 

 
2019-00144 

 
José España 

Contestación de 
demandas 

jueves, 03 de 
septiembre de 2020 

 
2017-00218 

Dora Morales 
González 

 
Impulso Procesal 

jueves, 03 de 
septiembre de 2020 

 
2019-00055 

Dora Morales 
González 

 
Impulso Procesal 

jueves, 03 de 
septiembre de 2020 

 
2019-00363 

Dora Morales 
González 

 
Impulso Procesal 

viernes, 04 de 2016-00127 Aura Córdoba Zabaleta Apelación de sentencia 
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septiembre de 2020    

viernes, 04 de 
septiembre de 2020 

 
2019-00185 

 
Jesús Cobo García 

 
solicitud de información 

jueves, 10 de 
septiembre de 2020 

 
2019-00089 

 
Yesid Peralta Suarez 

 
Presentación de alegato 

jueves, 10 de 
septiembre de 2020 

 
2015-00079 

 
José Mercado Pérez 

certificación de pago de 
costos 

martes, 14 de julio de 
2020 

 
2013-00143 

 
Alberto Cuesta 

 
Impulso Procesal 

 
 

martes, 14 de julio de 
2020 

 
 
 
2019-00242 

Administración 
Temporal de la 
Educación de La 
Guajira 

 
 

Contestación de 
demandas 

 

martes, 14 de julio de 
2020 

 
 
2019-00333 

 

Dora Morales 
González 

Solicitud de 
reconocimiento de 
personería 

miércoles, 23 de 
septiembre de 2020 

 
2011-00450 

 
Fabián Camelo 

 
Alegato de conclusión 

lunes, 28 de 
septiembre de 2020 

 
2015-00448 

 
Aclaro Madariaga Luna 

 
Apelación de sentencia 

miércoles, 30 de 
septiembre de 2020 

 
2017-00125 

Miguel Cadena 
Miranda 

 
allega piezas procesales 

martes, 06 de 
octubre de 2020 

 
2018-00372 

 
Danilo Araujo 

Contestación de 
demandas 

jueves, 15 de octubre 
de 2020 

 
2020-00096 

 
Daniel Jiménez Castro 

 
subsanación de demanda 

jueves, 15 de octubre 
de 2020 

 
2017-00125 

Miguel Cadena 
Miranda 

Solicitud de piezas 
procesales 

viernes, 16 de 
octubre de 2020 

 
2020-00145 

 
Pilar Medina Olmos 

 
allega memorial 

lunes, 19 de octubre 
de 2020 

 
2019-00185 

 
Jesús cobo García 

 
solicitud de información 

jueves, 22 de octubre 
de 2020 

 
2011-00448 

 
Fabián Camelo 

 
Alegato de conclusión 

jueves, 22 de octubre 
de 2020 

 
2011-00450 

 
Fabián Camelo 

 
Alegato de conclusión 

viernes, 23 de 
octubre de 2020 

 
2013-00301 

 
Dayana Salinas 

 
Sustitución de poder 

lunes, 26 de octubre 
de 2020 

 
2011-00448 

 
José Torres 

 
Alegato de conclusión 

lunes, 26 de octubre 
de 2020 

 
2011-00449 

 
José Torres 

 
Alegato de conclusión 

jueves, 05 de 
noviembre de 2020 

 
2017-00337 

 
Hilga Olmedo 

 
Impulso Procesal 

jueves, 05 de 
noviembre de 2020 

 
2020-00080 

 
Iván Ribon 

 
Solicitud de aclaración 
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lunes, 09 de 
noviembre de 2020 

 
2013-00069 

 
Jhon Yepes García 

 
Apelación de sentencia 

 
miércoles, 11 de 
noviembre de 2020 

 

 
2018-00197 

 

 
José España 

 

 
Alegato de conclusión 

domingo, 15 de 
noviembre de 2020 

 
2015-00056 

 
Delio Toncel Gutiérrez 

 
Impulso Procesal 

domingo, 15 de 
noviembre de 2020 

 
2014-00078 

 
Delio Toncel Gutiérrez 

 
Impulso Procesal 

 

 

De usted, Atentamente; 
 
 

 

 
 

Jesús José Palacio Rodríguez 
Citador Grado III del Juzgado Primero Administrativo 
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SIGM 
 

República de Colombia 
Rama Judicial 

Jurisdicción Contencioso Administrativa de La Guajira 
Juzgado Primero Administrativo Mixto del Circuito Judicial de Riohacha 

Secretaría 
 
 
 
 

SECRETARIA: Hoy, quince (15) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
 

REFERENCIA: PROCESO ADMINISTRATIVO 
RADICADO: 44-001-33-40-001-2013-00168-00 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: CECILIA ISABEL GARCIA LOVERA Y OTROS 
DEMANDADO: NACION- INVIAS OTROS 

 
 

Se agrega al presente trámite informe que antecede rendido por el citador Grado 3 del 
Juzgado Primero Administrativo Mixto del Circuito. Lo anterior para los fines consignados 
en el informe secretarial de fecha 23 de octubre de 2020 visible a folio 428 y s.s. 

 

Sírvase proveer. 
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